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INTRODUCCION 

 

La importancia del tema del delito político en sus diversas expresiones, nos conllevan a 

dilucidar el problema institucional de un Estado de derecho, desde el punto de vista político-

jurídico. Se estudia la jurisprudencia de la sentencia de Constitucionalidad C-456/97, donde 

se elimino la conexidad penal para los delitos políticos las diversas jurisprudencia, 

pertinentes a los delitos de rebelión y sedición, sin desconocer las instituciones del la Corte 

penal internacional que juzgara los crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y de 

agresión; sin desconocer las atribuciones de la Corte Interamericana de derechos humanos y 

algunos estudios centrales atinentes a los derechos humanos y  el derecho internacional 

Humanitario respecto a los convenios de Ginebra . 

 

Estos instrumentos son trascendentales, pues el articulo.93 de la Constitución Política de 

Colombia expresa que los tratados de derechos humanos prevalecen en el orden interno. Al 

respecto, la Corte Constitucional, en la sentencia C-225 de 1.995, estableció que dichos 

tratados integran, con el resto de la  Constitución, un bloque de constitucionalidad de las 

leyes. Además, el artículo 93 de la Carta establece también que los derechos y los deberes  

previstos en ella deben ser interpretados de conformidad con los tratados internacionales 

ratificados por Colombia. 

 

Así mismo el presente trabajo tiene por objetivos, dilucidar problemas correlativos al delito 

político a efecto de obtener una mejor comprensión en determinado ordenamiento jurídico, 

buscando la  principal finalidad que es llegar  a la globalización pragmática de los derechos 

humanos y la construcción de una sociedad guiada por los ideales de libertad e igualdad. 



8 
 

Se pretende un sujeto democrático integral, que ejerza responsablemente sus derechos y 

maneje los conflictos y sus diferencias a través de las formas democráticas de solución de 

controversias. El fin es  la práctica de los derechos humanos, el respeto de la vida a quienes 

no están implicados en el conflicto, se aplique el principio del respeto a la dignidad de las 

personas, se cumpla el debido proceso, se reconozca la libre autodeterminación de los 

pueblos .No obstante de poder ser trasgredidos todos estos derechos y de existir por 

naturaleza el derecho de conflicto en una sociedad, se ha de observar que todos estos ciclos, 

una sociedad con criterios de consenso los tiene  que agotar en forma rauda y sabia a efecto 

de encontrar su progreso.  

 

La justificación de estar entronizadas las partes en conflicto, sin encontrar soluciones, hace 

del presente trabajo, exponer algunas tesis de   aproximación a la verdad, con base en 

mayoría de conceptos consensuados de juristas y de  jurisprudencia nacional e internacional. 

 

El aporte es buscar consenso social al libre debate sobre  desnaturalización del delito 

político, reformas institucionales, la amnistía acorde a la verdad, justicia y reparación, 

revaluar criterios de  abolición del delito político. Todo lo anterior a fin que las partes en 

conflicto depongan las armas  en forma bilateral y hagan uso de mecanismos de participación 

popular que conlleven a un   cambio democrático, con  participación de  la sociedad y las 

instituciones estatales, para la consecución de una codificación consensuada en armonía con 

el derecho internacional. Así mismo antes y en forma concomitante a los problemas de 

investigación se fijan parámetros descriptivos para una mayor ilustración demostrativa, en 

esta categoría de tesis. 
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1.  CONCEPTUALIZACIÓN EN DELITO POLÍTICO 

 

 1.1     Naturaleza, características y clases de delito político.-  

 

El delito político pertenece a la categoría de los hechos políticos, respecto a su origen fue el  

eminente jurista holandés probo Kluit, quien la usó por primera vez en su obra “De  

dediciones profugorum”, en 1892,  se hizo célebre o muy importante en su tiempo, por haber 

sostenido para los delincuentes políticos, la inviolabilidad del refugio diplomático o interno, 

como también la ilicitud o prohibición de la extradición de los mismos.  Desde entonces se 

formuló por primera vez la calificación o entidad jurídica autónoma de “delito político” y 

cuya consagración  fue instaurada en las legislaciones de todos los países en el mundo.  

 

La definición de delito político es materia de  legislación penal, la que tampoco lo define, 

limitándose a describir los tipos legales constitutivos del delito político, este delito tampoco 

se encuentra definido en los códigos penales del mundo, dejando a la jurisprudencia y a la 

doctrina su verdadera interpretación y definición. La mayoría de los autores foráneos 

coinciden en definir el delito político como la trasgresión a un ordenamiento jurídico total o 

parcial en sus estructuras constitucionales;  se pueden ver algunas definiciones así: 

 

Lammasch, lo relaciona en proporción con el delito de alta traición, según éste se haya o no 

cometido.1 Los jurisconsultos franceses, consideran como delito complejo el hecho delictuoso 

que lesiona a la  vez el derecho político y el derecho común, y como delito conexo, el hecho 

                                            
1
 Lammasch ob.cit. Pág.62 
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delictuoso objetivamente incriminado.  Para Vidal, “hay delito conexo, cuando hay varios 

hechos delictuosos, ligados los unos con los otros, violando derechos individuales con un fin 

político”.2 Para Garrad, “el delito es conexo, cuando un delito de derecho común ha sido 

cometido en  el curso de acontecimientos de hechos políticos.” 3 En  Mauricio Par melee,  

todos los delitos son políticos, ya que todo implica violaciones a las leyes promulgadas por los 

gobiernos, y, son desde luego fenómenos de esta naturaleza.4 En Henry Helean, lo que 

caracteriza el delito político es el móvil, que tiene un fin noble y elevado que está muy lejos 

de la capacidad homicida de privar a un ser humano de vida.5Entre las características están: 

 

A.- Atacan directamente a la organización política de un país, y atacan la organización del 

Estado o contra el gobierno legalmente constituido. Se ejecuta  buscando siempre el máximo 

de trascendencia social de impacto político. Se efectúa en nombre y representación real o 

aparente de un grupo social o político. El delito político se comete con fines reales o 

presuntos de reivindicación sociopolítica. El delito político se inspira en principios filosóficos, 

políticos y sociales determinables. 

 

B.-  Lo que distingue a los delincuentes comunes de los delincuentes políticos son los móviles 

que determinan su acción ilícita. En los primeros, los móviles son de interés  egoísta y 

antisocial .En los segundos, sobresale su naturaleza social, noble, altruista o de carácter 

elevado, inspirados en el servicio público o de interés general. “Respecto a la temporalidad, 

en el delito político, este desaparece con las instituciones que han combatido, o cuando no 

tienen razón para combatirlas, el delito común es persistente a través de los siglos”. 

                                            
2
 Vidal. ob.cit., página 115  

3
 Garrad  ob. cit. página 85-87 

4
 Par melee. ob.cit. 67 

5
 Halan. ob.cit.456 
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C.-  Las características que diferencian la delincuencia común de las consideradas para el 

delincuente político se encuentran enmarcadas dentro de las figuras de la amnistía, el 

indulto, el asilo y la extradición.  

 

D.-  Delito político es la acción que ataca directamente a las instituciones del Estado, en su 

origen, mutación y funcionamiento, buscando el reemplazo de dichas instituciones  por otras 

más perfectas o más ampliamente democráticas; el delito político, es un ataque a la voluntad 

de las mayorías nacionales. Es ataque a la forma del Estado organizado, es el ataque a la 

Constitución y a la Ley, sin importar los móviles del mismo. 

 

E.-  En los delitos políticos los móviles  son  de naturaleza altruista y social. Garraud, observa: 

“Los delitos políticos se dirigen contra el orden establecido,  más que contra las bases de la 

vida social. No tienen, por tanto, la misma trascendencia que los de derecho común”.6 

Lombroso y Laschi definen como delito político toda lesión violenta del derecho que asiste a 

la mayoría para darse  la organización social, política y económica que quiera.  No se puede 

decir que esa ley de la mayoría sea arbitraria,  puesto que en ocasiones son las minorías las 

que representan la verdad  y la justicia con relación a la masa estacionaria, pues cuando esto 

sucede las formas políticas deseadas no tardaran en tener la adhesión del mayor numero.7 

Eugenio Florián, sostienen que la imputabilidad  del delito político radica “en la violación de 

las leyes de la mayoría.   

 

                                            
6
 Garrad .ob.cit. Pág.83- 85. 

7
 Lombroso Y Laschi  ob.. Cit.,T..II, página 245-250-252 

considerados como delitos políticos: Los delitos contra la patria, que tienden a transformar la 
integridad del territorio del Estado. 
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F.- Debe tratar de apreciarse  que fin buscaba el infractor  al atacar las organizaciones 

estatales.  ¿Quería  sustituir un sistema arbitrario  u oligárquico  para implantar   otro 

acertado y democrático? O por el contrario, ¿luchaba contra un régimen de amplitud  popular 

para propiciar el advenimiento  de una dictadura castrense? En lo primero,  hay un designio 

benéfico,  elevado, progresista; en lo segundo,  hay un delito común.   

 

G.-  Los delitos políticos puros son excluidos de la extradición y es práctica universal admitida 

por los tratados. Travers, admite la extradición cuando la concepción de la criminalidad es la 

misma en los dos países interesados8 y puede operar la extradición cuando el acto es 

considerado como delictuoso por las leyes de los Estados requerido- requirente. Los delitos 

políticos internacionales deben ser exceptuados del principio de la no extradición en materia 

de delitos políticos. No obstante quien sea objeto de un delito político puede asilarse9. 

Entre las clases de delitos políticos están: 

 

A.-   Delitos complejos:   Violan a la vez el derecho común y el derecho político. 

 

B.-  Delitos conexos.- Implican una pluralidad de delitos y un nexo existente entre ellos. En 

efecto, donde no existe pluralidad, no pude existir conexidad; para que exista conexidad, 

además de la multiplicidad, es  necesario también un nexo, que por cualquier razón de 

                                            
8
 Travers, ob.cit.,T. IV, páginas 549.551. 

9
 El derecho consuetudinario americano y el tratado de Montevideo de 1933, dan al país asilante la 

calificación unilateral  del delito. Si es desconocida la convención de la Habana establece que el 
derecho de asilo se conceda según las normas y prácticas del país que da el refugio. Colombia desde 
épocas remotas ha sostenido y practicado que la calificación corresponde al asilante. Romero soto 
Julio y Romero Álvarez Roció. ”Delitos contra la existencia y seguridad del Estado”. Ediciones librería 
del profesional, la edición  1983 Bogotá, D.E. páginas 290 a 294. 
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unidad a la multiplicidad misma. Los requisitos de la conexidad de los delitos son la 

pluralidad de los delitos y el nexo que debe existir entre ellos .En los delitos conexos se violan 

los derechos individuales con un fin político. La conexidad exige  la pluralidad de delitos; se 

puede tratar de delitos culposos  y preterintencionales,  de delitos y de contravenciones. 

¿Por qué los delitos de rebelión, sedición o asonada tienen el carácter de delitos políticos?  Por 

quedar amparados por el beneficio de la amnistía,  “los conexos se dan para facilitar, 

procurar, consumar u ocultar los demás delitos. Cuando hay delitos para ejecutar u ocultar 

otro, (es la denominada - conexidad hipotética” que existe entre el delito ocultado  y el 

ocultante) como en el caso de dos homicidios que tienen por objeto asegurar la impunidad 

de los que han cometido un robo o el producto de este. 

 

C.-  Delitos de derecho común conexos al delito político.- El Estado no puede ser atacado sin 

lesionar intereses privados. Ej.: el homicidio a un jefe de Estado cometido con un fin político. 

Teóricamente, la mayoría de los  delitos de derecho común son susceptibles de convertirse 

en delitos políticos complejos.  

 

D.- Delito político puro.-cuyo móvil es altruista, benévolo, progresista, con el accionar de las 

armas .Se equipara al principio “el fin justifica los medios” 

 

2. DELITOS CONTRA EL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL Y LEGAL 

 

2.1  De la Rebelión y formas asumidas. 
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Art.467.-   Rebelión.- Los que mediante el empleo de las armas pretendan derrocar  al 

Gobierno Nacional, o suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente, 

incurrirán en prisión de seis (6) a nueve (9) años y multa de cien (100) a doscientos (200) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes. NOTA.-Las penas previstas en el artículo 

anterior, “se aumentarán en la tercera parte en el mínimo y en la mitad del máximo 

(l.890/2004,art.14)incrementos que según la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 

Justicia, rigen en cada distrito judicial a partir del momento en que entra a operar el sistema 

acusatorio de la ley 906 de 2.004 (sent. Mar. 21/2007, Rad.26065) esta norma entrará en 

vigencia a partir del 1 de enero de 2.005, por expresa disposición del art.15 de la misma ley. 

Entre las Formas que asume el delito de rebelión encontramos: 

 

Derrocar al gobierno nacional, quiere decir  deponer, destituir o reemplazar la autoridad 

legalmente establecida, por otra, de facto, previa disputa del ejercicio del poder público. Es la 

violación del orden constitucional y del sistema representativo de gobierno. 

 

Suprimir el régimen constitucional o legal vigente, presupone anular, dejar sin vigencia o 

abolir de raíz, el sistema político institucional colombiano, o el régimen jurídico positivo, 

cambiando la Constitución o las leyes, bien para establecer un nuevo orden institucional, ora 

para eliminar el ya existente, ya para derogar la Constitución, sin reemplazarla por ninguna 

otra. 

 

Modificar en el sentido que la ley requiere, no es quitar de en medio el sistema republicano 

de gobierno que nos rige, y sí, el de introducir cambios sustanciales, o de importancia en la 

Carta Política, o la renovación de los poderes. Otra descripción dogmática de la rebelión es: 
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Tipo subjetivo.-  Se trata de un delito doloso. Los insurgentes deben tener voluntad clara y 

firme de derrocar el gobierno, o el propósito de suprimir o modificar el régimen republicano 

que nos gobierna y la conciencia de enfrentar el sistema constitucional.  

 

El dolo es directo, ya que los autores lo quieren como consecuencia de su acción. Se advierte 

la presencia de elementos subjetivos del injusto, consistentes en la intención que preside el 

comportamiento de los revolucionarios, sin necesidad de que se alcance la consecución del 

fin. El logro de las finalidades perseguidas por la pluralidad de sujetos es indiferente. No hay 

rebelión culposa. 

 

Ejecución.- Producido el alzamiento contra el orden jurídico, la infracción se perfecciona, sin 

esperar la producción del resultado. Por ser delito de mera actividad, o de consumación 

anticipada, es suficiente con la conducta de los alzados, sin necesidad de la efectiva lesión del 

interés jurídico.  

 

Punibilidad. - La pena es prisión de seis (6) a nueve (9) años y multa de cien (100) a 

doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Debe mantenerse  en cuenta 

lo previsto en la ley 890 de 2.004  la cual fue aumentada en la tercera parte del mínimo y en 

la mitad del máximo, respetando, en todo caso, el máximo de la pena privativa de la libertad. 

No obstante, el incremento empieza a regir a partir del 1 de enero de 2.005. 

 

2.1    Jurisprudencias en la rebelión. 

A.-    La tregua impide que el delito de rebelión continúe cometiéndose. 
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Así como no hay rebelión sin medios  bélicos y sin intención de derrocar  al sistema 

imperante,  así mismo la tregua desaloja este propósito  e inhibe el empleo de las armas. Si 

esto es así,  no es  dable afirmar que la rebelión continua puesto que esta desaparece, así sea 

en forma temporal,  no es dable afirmar que pueda continuarse en la fabricación y trafico de 

armas,  y municiones,   o en la  comisión  de otros ilícitos  puesto que la subsunción  que 

estas entidades delictivas puedan recibir en la figura de rebelión,  exige que esta exista, 

perdure, se mantenga. La tregua pactada y respetada en cuanto  a la rebelión no permite 

unificar la conducta de la fabricación y tráfico de armas y  municiones de uso privativo de las 

fuerzas armadas.  De ahí en que en circunstancias  tales no sea factible hablar de un solo 

delito, el de rebelión,  porque este no está en vía  de ejecución,  si no que ha cesado en su 

realización.10 

 

B.- El término de prescripción  comienza a contarse  desde la perpetración del último acto.- 

Cuando  Se trata de conducta punible a la ejecución permanente, como lo es la rebelión,  el 

término de prescripción  empieza  a contarse desde la consumación  del último acto, esto es,  

desde que se dejan  de cometer11  

 

C.- Terrorismo y rebelión. 

 Diferencias.  

 En la rebelión hay  actividades especificas y de carácter externo mediante el empleo de las 

armas, como condición necesaria al rebelde y como medio expedito para lograr el 

derrocamiento del gobierno o la modificación o supresión del régimen constitucional o legal 

                                            
10

 C.S.J .cas .penal, senté. mayo 4/89.rad. 2400. M.P. Gustavo Gómez Velásquez. 
11

 C.S.J. cas. penal .sent. jun.6/2002.Rad.12508 .M.P..Jorge E. Córdoba Poveda 
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vigente, en consecuencia,  los móviles que caracterizan esta conducta ilícita son   siempre 

políticos y de interés común de acuerdo a la concepción del movimiento insurgente. En el 

terrorismo hay ejecución de actos de ferocidad y barbarie que siembra en la población o en 

un sector de la comunidad un estado de terror, zozobra, pavor o pánico, inseguridad,  

intranquilidad e inestabilidad social, poniéndolo en peligro la vida, la integridad física o la 

libertad de la personas o sus bienes, o los de la comunidad,  sojuzgando la voluntad  no solo 

de quienes directamente padecen sus consecuencias,  si no toda la población a la cual van 

dirigido sus efectos.12 

 

D.-  La rebelión subsume  la tenencia de armas y explosivos. 

La rebelión incluye el empleo de armas, entendidas estas en su  natural y obvio sentido y no 

en un restringido de armas de fuego, también  debe incluirse el empleo de explosivos y en 

consecuencia el concurso de delitos,  que así solo podría presentarse y, solucionable por 

senda del principio de consunción, de modo que el almacenamiento o   conservación de 

estos instrumentos  que ejecuten los rebeldes y en tanto lo sea desde luego en torno a su 

finalidad de  derrocar  al gobierno nacional, o suprimir o modificar el régimen constitucional 

o legal vigente, debe entenderse subsumido  y como parte integrante del punible de 

rebelión”.13 

 

E.- El delito de rebelión no necesariamente subsume otras conductas delictivas.  

Importa precisar  si estos comportamientos se realizaron con anterioridad a la ejecutoria de 

la sentencia C-456 del 23 de septiembre de 1997  mediante la cual la Corte Constitucional 

                                            
12

 C.S.J. cas. Penal, senté. junio 11/2002 rad.19441 M.P..Hernán Galán Castellanos. 
13

 C.S.J. cas. Penal. sent. dic.12/2005.rad.24362 M.P. Alfredo Gómez Quintero. 
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declaro la inexequibilidad del artículo 127 del decreto 100 de 1980,  seria evidente que los 

integrantes del grupo Insurgente, capturados por efectivos del ejército nacional una vez 

finalizado el combate,  no podrían ser juzgados  sino por el delito de rebelión definido por el 

artículo 127 del decreto 100 de 1980,  modificado por el artículo 1º  del decreto 1857 de 

1989,  adoptado como legislación  permanente por el artículo  8º  del decreto extraordinario  

2266 de 1999.  

 

El delito de rebelión subsume el trafico,  fabricación o porte de armas de fuego de defensa 

personal o de uso privativo de las fuerzas militares o de policía, son inherentes a dicho 

comportamiento  para lograr el objetivo de derrocar el gobierno nacional, o suprimir o 

modificar el régimen constitucional o legal vigente, en consecuencia, pueden recibir el 

tratamiento concursal. La disposición declarada  contraria a los preceptos superiores por el 

Tribunal Constitucional y separada del ordenamiento jurídico, era del siguiente tenor: 

 

Art. 127- Exclusión de pena. Los rebeldes o sediciosos no quedaran sujetos a pena por los 

hechos punibles cometidos en combate,  siempre que no constituyan actos de ferocidad, 

barbarie o terrorismo”. En consecuencia las conductas desplegadas de la rebelión o sedición 

si son objeto de penalización. En este sentido es de reiterar que los actos de rebelión no se 

agotan solamente en el enfrentamiento  armado con los miembros de la fuerza pública, sino 

también con labores de cualquier naturaleza, tales como financiamiento,  ideológicas, 

planeación, reclutamiento, publicidad, relaciones internacionales, instrucciones, 

adoctrinamiento, comunicaciones,  inteligencia, infiltración,  suministros, asistencia médica, 

o cualquier otra actividad que no se relacione directamente con el uso de las armas,  pero 

que se constituyan en instrumento idóneo para el mantenimiento,  fortalecimiento o 

funcionamiento  del grupo subversivo. 
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Se puede dar el calificativo  de rebelde a quien tales actividades realizan, así materialmente  

no porte armas  de fuego ni haga uso de ellas. Si bien el tipo penal exige para su 

configuración que el propósito perseguido  con el empleo de las armas sea derrocar el 

gobierno nacional,  o suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente, ello no 

significa que en todos los casos  los objetivos de la acción armada  deban ser servidores 

públicos, miembros de las fuerzas militares o de la policía,  como al parecer es entendido por 

el censor. 

 

La doctrina  y la  jurisprudencia se han orientado  por reconocer que la acción rebelde 

adquiere variedad de  manifestaciones así mismo delictivas,  carece de asidero la tesis que 

propugna  por sostener que la acción rebelde solo encuentra manifestación en el 

enfrentamiento armado  con las autoridades de la República,  hay que convenir entonces que 

también la población civil puede resultar afectada en su vida, integridad personal, libertad 

individual, o bienes patrimoniales o morales, entre otros,  con ocasión de los 

comportamientos  realizados por los alzados en armas. Los efectos nocivos de la acción 

armada pueden aparecer evidenciados respecto de cualquier persona natural o jurídica,  

incluidas las que actúan a nombre del estado.  14 

 

F.-  Constitucionalidad.- 

 

Definición de delito político. “El delito político es aquel que,  inspirado en su ideal de justicia,  

lleva a sus autores y coparticipes a actitudes prescritas del orden constitucional y legal,  como 

medio para realizar el fin que se persigue.  Si bien es cierto el fin no justifica los medios,  no 

                                            
14

 C.S.J. cas. Penal, sent. ENE. 26/2006 rad.23893 M.P. Mauro Salarte Portilla. 
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puede darse el mismo trato  a quienes actúan movidos por el bien común,  así escojan unos 

mecanismos errados o desproporcionados, o a quienes promueven el desorden con  fines  

intrínsecamente perversos y egoístas. Debe, pues,  hacerse una distinción legal con 

fundamento en el acto de justicia,  que otorga a cada cual lo que merece, según su acto y su 

intención”15 

 

2.3  De la sedición y  otras Jurisprudencias.    

 

Artículo 468.-“Los que mediante el empleo de las armas pretendan impedir transitoriamente 

el libre funcionamiento del régimen constitucional o legal vigentes, incurrirán en prisión de 

dos (2) a ocho (8) años y multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos mensuales 

vigentes. Nota.- La pena prevista en la actual norma fue aumentada por el artículo 14 de la 

ley 890 de 2.004 en la tercera parte del mínimo y en la mitad del máximo de la pena privativa 

de la libertad. No obstante, el incremento empieza a regir a partir del 1 de enero de 2.005.  

Adicionado l.975/2005,art.71. También incurrirán en el delito de sedición quienes conformen 

o hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar interfiera el normal 

funcionamiento de orden constitucional y legal. En este caso, la pena será la misma prevista 

para el delito de rebelión.  

 

Entre las Jurisprudencias encontramos: 

A.-  ”Pertenecer  a grupos de autodefensas  como forma de sedición  no subsume  el concierto 

para delinquir  para delitos comunes..”  

                                            
15

 C. Const., senté. C-9/95, ENE. 17/95. M.P VLADIMIRO NARANJO MESA 



21 
 

El delito de  concierto para delinquir reviste una tipicidad  tan diferente que se excluye  del  

delito político,  dados los móviles que impulsan  al infractor de la ley penal en cada uno de los 

casos, muy diferente de los fines altruistas que se aceptan como  característicos del delito 

político16 

 

B.-  Miembros de grupos armados ilegales cometen sedición. 

“El congreso motivado en el afán de alcanzar  la paz y la reconciliación nacional  ubico en el 

mismo plano del delito político a quienes hagan parte de grupos guerrilleros o de 

autodefensa cuyo accionar  interfiera con el normal funcionamiento  del orden constitucional 

y legal  y en consecuencia definió  dicha conducta como sedición,  se sanciona como tal la 

mera pertenencia  a uno de tales grupos, protegiendo de ese modo el régimen constitucional  

y legal como bien jurídico. Incurre en sedición,  quienes perteneciendo a esos grupos hayan 

sido enjuiciados como autores del concierto para delinquir y desde luego  que la organización  

interfiera  con su accionar el normal funcionamiento del orden constitucional y legal”.17 

 

C.-  Elementos del tipo de sedición especial. 

 “la conformación o integración de grupos guerrilleros o de autodefensas cuyo accionar  

interfiera con el normal funcionamiento del orden constitucional y legal, debe realizarse 

necesariamente dentro del contexto del delito político de sedición, lo cual excluye  la 

adecuación a dicho tipo del concierto para delinquir con el propósito de cometer delitos 

comunes o de lesa humanidad,  así sus autores o participes formen parte de grupos armados 

al margen de la ley. Pertenecer a  grupos armados al margen de la ley cuyas finalidades sean, 

                                            
16

 C.S.J. cas. Penal, sente Dic. 18/2005 Rad. 24222.M.P Sigifredo espinosa Pérez   
17

 C.S.J.Cas.Penal, auto, oct.18/2005.rad.24307.Alfredo Gómez Quintero. 
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entre otras, cometer delitos de terrorismo, narcotráfico, secuestro, extorsión, desaparición 

forzada, graves infracciones  al derecho internacional humanitario o la conformación de 

escuadrones de la muerte  o sicarios para la  comisión de homicidio selectivos,  entre otras 

conductas,  siguen configurando el  delito de concierto para delinquir,  definido en el artículo 

340, inc. .segundo del Código Penal. 

 

D.-  La ley 975 de 2005 subrogo  parcialmente el delito de sedición. 

Se creó una nueva  categoría delictiva, ”pertenecer a  grupos de “autodefensa, para erigirla  

como atentatoria del régimen constitucional y legal. Conformar o hacer parte de aquellas 

especificas agrupaciones es ahora delito de sedición,  en los precisos términos del artículo 71 

de la ley 975 de 2005. 

 

En el artículo 71 de la ley 975 de 2005  el legislador incluyo bajo la denominación jurídica de 

“sedición”  el comportamiento  de “quienes conforman o hagan parte de grupos guerrilleros  

o de autodefensas cuyo accionar interfiera con el normal  funcionamiento del orden 

constitucional y legal”,  no hay duda que dicho cambio  normativo viene a recoger- por vía de 

la subrogación parcial, la conducta punible de concierto para delinquir agravado por tratarse 

de la organización de grupos al margen de la ley.18 

 

E.-  Constitucionalidad. 

“La sedición implica una conducta antijurídica, por cuanto impide que los poderes públicos 

cumplan su función constitucional, bien sea de una ley , sentencia, decreto o cualquier otra 

                                            
18

 C.S.J. Cas .Penal, auto nov.22/2005 Rad.24571 M.P. Marina Pulido de Barón. 
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medida obligatoria. Se trata de impedir el funcionamiento del orden jurídico, mediante la 

coacción armada. Mediante la sedición  ya no se consigue derrocar el gobierno nacional, ni 

suprimir  el régimen constitucional o legal vigentes sino perturbar la operatividad jurídica; 

desde luego esta conducta tiene que ser tipificada, por cuanto en un Estado de Derecho es 

incompatible la coexistencia de dos fuerzas armadas antagónicas. Y además, como se ha 

dicho, no puede legitimarse la fuerza contra el derecho. 19 

 

3. PROBLEMA INVESTIGATIVO CENTRAL. 

 

 3.1 DESNATURALIZACION DEL DELITO POLITICO? 

 

Se encuentra o no desnaturalizado el delito político a partir de la S.C. 456/97, que declaro 

inexequible el art.127 del Dcto.100 de 1.980 del C.P, eliminando la conexidad penal para los 

delitos políticos. Para dilucidar, se abordan los siguientes temas: 

 

3.2    Antecedentes básicos.- 

 

Se observa que en el delito político hay un modelo de orden objetivo, otro de orden 

subjetivo y un tercero de orden mixto. El primero vulnera la unidad jurídica, en donde la 

relación norma-conducta se contempla con objetividad y se ignora el acto humano y solo se 

atiende al resultado dañino causado a la institucionalidad y se distingue como delito todo 

comportamiento que atente contra la institución  y su funcionamiento. El segundo modelo de 

                                            
19

 Sen. C-9/95,ENE.17/95.M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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orientación cognoscitiva será el de la teoría subjetiva, que atiende al nexo psicológico  

motivacional. Lo importante no es el daño causado sino la participación sociológica y la 

cualificación de los sujetos.(escuela positivista). Surge una tercera que son las teorías mixtas, 

que combina los criterios objetivos y subjetivos en el orden jurídico.20 

 

3.3   Explicación del problema por la conexidad penal. 

 

 El delito político implica conexidad penal con otras conductas delictivas que revestidas de un 

presunto discurso político no tienen que quedar excluidas dentro de la esfera jurídica para 

efectos de punibilidad. No obstante El nuevo Código Penal Colombiano aprobado por la ley 

599 de 2000, suprimió la conexidad penal para los delitos políticos, en concordancia con lo 

dispuesto por la Corte Constitucional, S.C. C-456/97. 

 

 El criterio prioritario es que el delito político se reviste de conexidad y, por la conexidad  se 

desnaturaliza en su  esencia el móvil del delito político que se disfraza de motivos nobles o 

altruistas y no siempre es progresista. El delito político implica conexidad, en el se subsumen 

varios delitos políticos, en consecuencia el delito político puro existe en teoría pero en la 

práctica es inexistente, siempre tiene el concurso con otros tipos penales. En consecuencia 

ante la ausencia de conexidad penal por su declaratoria de inexequibilidad C-456/97, se hace 

necesario que por vía legislativa esta se restituya para democratizar y constitucionalizar 

nuestra legislación ordinaria penal y para humanizar el conflicto, invocando las normas de 

derecho público internacional aprobadas ratificadas por el congreso, tales como los 

                                            
20

 No se trataba ya de un problema moral (clásicos) ni tampoco de un problema social o científico 

(positivistas).Pérez; Luís Carlos, Derecho penal, T.3, Pág.46. 
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protocolos I y II de Ginebra, con sus respectivos adicionales. Si bien es cierto que la 

conexidad constituye una despenalización indiscriminada y aviva la confrontación interna, 

donde quedarían los derechos de las victimas de verdad, justicia y reparación? De otra parte:      

 

“El  delito político, se subsume  en la amplia gama de conductas punibles ordinarias hasta 

hacerlo desaparecer”.  La Corte admite el argumento que la conexidad penal “desconoce el 

derecho y el deber de la paz” del art.2 de la C.N. La conexidad incita “a la guerra política 

colocando al combatiente por fuera del derecho”, en consecuencia permite un trato punitivo 

benévolo. De otra parte” Se presentaría una subsunción por adecuación de la tipicidad (ej. 

las lesiones personales del causante se subsumen en el homicidio). No subsunción por 

adecuación de la pena; ósea cuando hay concurso penal, independiente se tiene que sumar 

las penas, teniendo en cuenta los atenuantes y agravantes sin exceder del máximo del tipo 

penal. Ej. En el homicidio de 40 años con agravantes. En la subsunción una pena no absorbe 

la otra. Obsérvese que en los delitos contra la Existencia y Seguridad del Estado no hay 

subsunción de penas, eso era antes, más estos delitos son imprescriptibles. 

 

No es que los rebeldes por el carácter de la  conexidad, sean reducidos a terroristas cuando 

cometen la infracción con fines políticos. En el terrorismo no hay delito político puro, hay 

zozobra o terror en la población, hay destrucción materialista de bienes y personas o están 

en peligro otros valores. El concepto de delito político armado con o sin altruismo tiene 

conexidad, en consecuencia al tener inherente la violencia y el concurso de tipos penales 

serían censurables en nuestro ordenamiento jurídico de estado de derecho y sería objeto de 

revaluarse las figuras jurídicas de amnistía e indulto que lo protegen. El hecho que existan 
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genocidio u homicidios por parte de los insurgentes sin haberse cometido con ferocidad, 

barbarie o terrorismo, no implica que haya impunidad, donde está el derecho a la vida? 21 

 

La Corte admite el argumento que la conexidad penal “desconoce 

el derecho y el deber de la paz” del art.2 de la C.N. La conexidad 

incita “a la guerra política colocando al combatiente por fuera del 

derecho”, en consecuencia permite un trato punitivo benévolo.22 

 

Los crímenes que tienen connotación de delitos políticos se les está dando identidades 

diferentes, por ejemplo conductas de rebelión y sedición son tipificadas como concierto para 

delinquir.23 Estos se logran encausar por parte de los órganos judiciales como delitos 

ordinarios. Al hablar de la conducta punible de concierto para delinquir, se debe establecer 

que este, por lo general se tipifica en concurso material con otras conductas, entre estas la 

de sedición, rebelión y asonada.  Así mismo establece un sujeto activo determinado plural. 

Todo lo anterior implica que se está desnaturalizando el delito político. 

 

 A  las actuaciones de estos grupos  de paramilitares o guerrillas, se les está dando el carácter 

de tipos penales comunes para el ordenamiento interno, se está ignorando  que  dichas 

conductas vulneran o transgreden las normas internacionales que tratan sobre los derechos 

humanos. Se adecua la  conducta de los grupos insurgentes a  acciones terroristas, sin 

observar que estos son actos que vulneran el  derecho internacional humanitario. Es común 

                                            
 
22

 S.C.456/97 M.P Jorge Arango y Eduardo Cifuentes Muñoz 
 
23

 S.C.456/97 M.P Jorge Arango y Eduardo Cifuentes Muñoz 
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ver que las conductas desplegadas por las autodefensas sean tipificadas como homicidio con 

fines terroristas, cuando en realidad es un homicidio en persona protegida, puesto que 

afecta a terceros civiles que no son participantes en el conflicto, así mismo sucede con otros 

delitos. 

 

Colombia acogió en 1936 el criterio que delito político “es el ataque a la forma a como el 

Estado está organizado, es el ataque a la constitución y a la ley sin importar los móviles del 

mismo”. La conexidad penal para el delito político, fue consagrada por el congreso para la 

unificación del derecho penal en Copenhague, Bélgica en el año de 1935. Significa inmersión 

de cualquier cantidad de conductas punibles comunes que realicen los combatientes armados 

(combatientes irregulares) con el propósito objetivo y subjetivo de actuar  en rebelión y 

sedición. Las modalidades delictivas con propósitos políticos, son imposibles de configurar sin 

la realización de delitos comunes que se ejecutan para realizar los primeros. Ej. destruir un 

cuartel para vencer tropas regulares allí acantonadas. Por vía ontológica y normativa el delito 

político implica conexidad penal con otras conductas delictivas que revestidos de un 

presunto discurso político no tienen que quedar excluidos dentro de la esfera jurídica para 

efectos de punibilidad.  

 

“por la conexidad  se desnaturaliza en su  esencia el móvil del delito 

político   que es progresista, obrar por motivos nobles o altruistas”. “el 

delito político se subsume en la amplia gama de conductas punibles 

ordinarias hasta hacerlo desaparecer” 
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Así mismo al eliminarse la conexidad para los delitos políticos por la 

sentencia de    Constitucionalidad C-456/97, se desnaturaliza el delito 

político, por cuanto el delito político implica conexidad, en el  se subsumen 

varios delitos. De lo cual se colige que el delito político puro existe en 

teoría pero en la práctica es inexistente, siempre tendrá el concurso con 

otros tipos penales. 

 

Lo anterior es la excepción constitucional a la normatividad penal, que no elimino la 

conexidad para los delitos comunes. Ej. Art. 50. Los delitos conexos se investigaran y juzgaran 

conjuntamente. (art.52 CP). Cuando deban juzgarse delitos  conexos conocerá de ellos el juez 

de mayor jerarquía. El hecho que existan genocidio u homicidios por parte de los insurrectos 

sin haberse cometido con ferocidad, barbarie o terrorismo, no implica que haya impunidad, 

donde está el derecho a la vida? Lo anterior es una objeción a la  sentencia S.C.456/97, que 

elimino la conexidad.24 

 

4.  HIPOTESIS CENTRAL. 

 

“Hay inexistencia del delito político puro, porque al masificarse, en esencia hay un tipo penal 

subyacente doloso y, las prerrogativas de  amnistía ó indulto  otorgada a la insurgencia, es 

amplia o restringida, dependiendo  del mayor o menor grado  demostrativo incidente que 

tenga en el poder.” 

 

                                            
24

 S.C.456/97 M.P Jorge Arango y Eduardo Cifuentes Muñoz 
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4.1  Explicación de la Hipótesis. 

 

A.-  La rebelión y la sedición llevan insito el combate y necesariamente se producen otras 

adecuaciones típicas. Ej. El homicidio, lesiones personales, tomas violentas de estaciones, 

destrucción de puentes, aeronaves, torres de energía, detiene y embosca contingentes, ataca 

y vuela a los vehículos que trasportan suministros, asaltan bancos, saquea almacenes, 

secuestran para financiar empresas, hacen terrorismo con fines políticos, etc. Todas estas 

conductas no implican impunidad, y  hoy en día  prima el derecho internacional humanitario 

cuando hay excesos en las conductas de guerra. El delito político por la conexidad se estima 

que no debe tener privilegios punitivos. Si bien es cierto que el delito político significaría 

aplicar todo el código penal, los rebeldes o sediciosos no se pueden amparar en el criterio de 

combate, para ser exonerados de la conexidad  que pueda resultar.  

 

B.- La amnistía la obtiene el bando que ha estado descartado de poder, es decir el bando 

oprimido. Otra modalidad es que la amnistía la  obtiene el grupo  cuando accede al poder o 

entra a participar en el mismo. Y es amplia o restringida para el grupo dependiendo de la 

mayor o menor fuerza demostrativa y del mayor o menor quebranto que haya infringido al 

contrario. Cambio político y amnistía, son factores que juegan interrelacionados en la historia 

contemporánea. Implicaría esta nueva concepción un referendo para amnistía? Al no ejercer 

el ius puniendi, se genera injusticias e impunidad;  motivo por el cual es indispensable que 

sea de verdad un resultado del acuerdo de la sociedad el otorgar una amnistía, sin que por 

ella se niegue al pasado o se deje sin castigo  a los crímenes contra la humanidad.25 

 

                                            
25

 Del libro “proceso políticos” Castell. Pág.120 a 132 
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5. SUBPROBLEMAS CORRELATIVOS 

 

5.1   DE RESPONSABILIDAD PENAL Y DICOTOMÍA REVOLUCIÓN O REFORMA INSTITUCIONAL 

 

En el terreno doctrinal se plantea el problema de si quienes se levantan en forma no armada, 

pero luego, en el levantamiento público y tumultuoso se arman, deben responder 

penalmente o no, por el delito de rebelión. Es preciso distinguir:  

 

El que actúa en una insurrección no armada que luego se vuelve armada, no responde del 

delito, salvo que continué, luego de la transformación, participando en el hecho. El 

conspirador de una insurrección no armada, que luego se vuelve armada, ya en plena vía  

ejecutiva, puede responder a titulo de dolo eventual26. Aunque la rebelión se concibe como 

un movimiento de agitación y revuelta, dispuesto a promover disturbios, alteraciones del 

orden público, sublevaciones, estados de violencia, etc., en este punto, el delito también 

puede asumir contornos y  formas flemáticas y pacificas, ejemplo: una rebelión militar, sin 

emplear medios violentos o coercitivos, se subleva contra el régimen constitucional o legal, 

apoderándose ilegalmente del gobierno e instaurando uno de facto.  

 

Esto permite afirmar que el alzamiento armado puede asumir “formas externamente 

tranquilas cuando es ejecutado por medio de la conocida técnica de la rebelión militar. La 

imposición armada de un grupo de oficiales para deponer a las autoridades constituidas es 

rebelión, aunque tenga lugar a puertas cerradas. La publicidad del levantamiento colectivo 

                                            
26

Fernando Bayardo Bengoa, Ob., cit., tomo iv, p.p.44-45 
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no es ya de la esencia del delito. Hoy en día es ilusorio pretender combatir, derrocar al 

gobierno nacional, o imponerle el cambio de régimen constitucional armando unos cuantos 

milicianos y dar el grito de rebelión e invitar al pueblo a sumarse a los sublevados. El actual 

tipo de rebelión prefiere incubarse y estallar en el tranquilo ambiente de los cuarteles o de 

las casas de gobierno, y cuando apela al público es en demanda del apoyo ciudadano al 

gobierno ya constituido por los rebeldes y victoriosos. De ahí que el requisito de la publicidad 

haya ido siendo desechado, y que haga bien nuestra ley en no mencionarlo” 

 

La rebelión es delito  político por excelencia.” El triunfo de la revolución impide que los fallos 

del derecho penal lleguen a ella como consecuencia de la victoria. Los rebeldes y 

conspiradores pasarán a ser los personajes del nuevo orden, y serán promovidos a los altos 

cargos y destinos del Estado”. Pero en esta época donde imperan los derechos humanos es 

difícil que haya revolución por que no hay igualdad de armas bélicas y solo  hay reformas 

institucionales y los insurgentes con sus crímenes de lesa humanidad son acreedores a la 

punibilidad y sin amnistía es el concepto en varios autores. Es de reiterar que existen es 

reformas institucionales y no revolución para estos tiempos. 

 

5.1.1    La responsabilidad por la acción del combate. 

Crímenes de guerra. 

La Sala Penal lo ha definido de manera reiterada. Por ejemplo, ha dicho: Combate es una 

acción que comporta un enfrentamiento armado de carácter militar, Regular o irregular, 

colectivo, determinado en tiempo y espacio, con el propósito de someter al contrario y con el 

fin último de imponer un nuevo régimen constitucional. La conexidad se manifiesta en el 

combate. Aquí es  donde los rebeldes y sediciosos quedan exentos de pena por los hechos 
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punibles cometidos, siempre que no constituyan actos de ferocidad, barbarie o terrorismo, en 

su S.C. 456/97.27 Los civiles y los combatientes están claramente delimitados por las prácticas 

de guerra en el D.I.H. y esto no es un rigorismo exclusivista”28, que en su protocolo adicional 

II, artículo 3, regula los conflictos internos.29El combatiente será responsable por todos 

aquellos actos de guerra irresponsables y desmedidos que sin necesidad u objeto militar los 

actores del conflicto cometan.  

 

La expresión “no quedarán sujetos a pena” es el segundo 

elemento importante que compone la conexidad frente a los 

delitos políticos. 

 

                                            
27

 S.C.456/97.M.P Jorge Aranjo Mejía y Eduardo Cifuentes Muños 
28

 Pérez Luís Carlos Derecho Penal, t.3 Pág.138. 
29

 Comentario del art.3 a los convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter internacional. 
Art.3.- Conflictos no internacionales 
En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de 
las Altas partes contratantes, cada una de las partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como 
mínimo las siguientes disposiciones: 
1.-Las personas que no participan directamente en las hostilidades,, incluidos los miembros de las 
fuerzas armadas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por 
cualquier otra causa, serán sin distinción alguna de índole desfavorable, basada en la raza, el color, la 
religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio análogo. 
A este respecto se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba 
mencionadas: 
a).-Los atentados contara la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus 
formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios; 
b).La toma de rehenes; 
c).Los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; 
d)Las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente constituido, 
con garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados. 
2.-Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos. 
Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz Roja, podrá ofrecer 
sus servicios a las partes en conflicto. Además, las partes en conflicto harán lo posible por poner en 
vigor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente 
convenio. La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de 
las partes en conflicto. Extracto del Comentario a los convenios de Ginebra del 12 de agosto de 
1949,publicado por   la CICR Y Plaza  Y Janes ,Bogotá,1998.Reproducido con autorización del CICIR. 
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Lo anterior implica: 

 

A.-  Ingrediente amplio de impunidad, dado que impide “que los hechos punibles cometidos 

en combate sean investigados, acusados y sancionados conforme a las disposiciones 

penales”, púes este es el fin supremo de las instituciones jurídico penales. 

 

B.-  Al declararse la inexequibilidad de la conexidad penal para los delitos políticos, se da vía 

libre  al desconocimiento de un sin número de tipos penales, acrecentando la violencia en la 

insurrección armada. 

 

C.-  En Los rebeldes y sediciosos cualquier hecho punible que cometan con excepción de los 

allí cometidos, no estarán sujetos a pena alguna y ni siquiera serán objeto de investigación, 

pues ésta solamente se realizará con respecto a los delitos de rebelión y sedición, Y este 

beneficio es intemporal se da antes y después de la vigencia de la norma. 

 

En el caso colombiano, la Corte Suprema de Justicia Sala Penal, fundamenta sus decisiones  

sobre la existencia del conflicto armado, mientras que el Gobierno a  través del ejecutivo se 

ha enfocado en rechazar esta teoría. Se les ha dado en determinadas oportunidades el 

carácter de combatientes a los miembros de las organizaciones de las autodefensas y con el 

carácter de actores del conflicto, muchos piensan que este tipo de estatus les genera 

inmunidad, pero no, pues debido a este estatus político, les genera es obligación  de respetar 

los tratados internacionales. 
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 Así mismo se observa que hay mayoría de desaparecidos a manos de estos grupos en este 

caso estamos frente a un  concurso material  heterogéneo de desaparición forzada como 

delito de lesa humanidad y  homicidio en persona protegida el cual es un crimen de guerra  

desde la perspectiva del derecho penal internacional. La corte ha establecido que los 

homicidios cometidos  no en conflicto armado no  están  protegidos por el derecho 

internacional humanitario.  Es decir estas personas no tenían reconocimiento político. 

Entonces donde está el derecho de terceros que caen en el conflicto armado? 

  

Se debe tener en cuenta que la ley 975 de 2005, le otorgo el carácter de sedicioso a los 

grupos de autodefensas, con lo cual  si estos perpetraran homicidios o abusos sexuales en 

personas protegidas por el derecho internacional, estos hechos serian investigados por la 

justicia ordinaria con el agravante que la víctima se encontraba en estado de indefensión. 

 

5.1.2   Tácticas omisivas de responsabilidad de los insurgentes. 

 

A.- Plantear una Ruptura con el Sistema. 

 

Significa que desde el principio la insurgencia niega la acusación y la futura etapa del juicio 
prevista por la Rama Judicial, por cuanto esta Institución jurisdiccional forma parte de un 
sistema político al que le interesa protegerse de cualquier planteamiento ideológico que 
motivé un cambio en el poder. 

 

Consideran que la defensa de ruptura no implica la derrota total desde el principio para la 
insurgencia, por cuanto las causas insurgentes tienen motivos justificados ,para un buen 
cambio social y haciendo saber las irregularidades sociales y del poder central de la clase 
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dirigente gobiernista, es lógico suponer que hay un apoyo social que hace reivindicar causas 
perdidas. En consecuencia no es de temerle si la defensa tiene relación causa –efecto con la 
situación real de un país. 

 

B.- Plantear un Sistema Mixto.- 

 

Una de las tácticas de la insurgencias seria continuar con un proceso y en la mitad hacer la 
ruptura para ganar publicidad y en consecuencia no proseguir con el juicio, argumentado que 
en caso de seguirlo la Rama Judicial, el insurgente líder puede dar la orden de desobediencia 
civil, paros, huelgas masivas, alteración del orden público, todo lo anterior como medio para 
hacerse escuchar. 

 

C.- Plantear la Connivencia con el Sistema.. 

 

Significa acatar un juicio jurídico con base en la situación real socioeconómica y política de un 
país y, no con un juicio pre formalizado con base en una legislación penal y adicionado en 
jurisprudencia y doctrina de carácter filosófico. Si acatara estos parámetros la insurgencia 
estaría encasillada con el “deber ser” de Hans Kelsen en un derecho positivo. La mayoría de 
estas tácticas defensivas de los insurgentes las emplean en Kosovo, Afganistán, Uganda30. 

 

5.2  CENSURA A LAS AMNISTÍAS PROFERIDAS POR ESTADOS DE FACTO. 

 

Respecto de la expedición  de leyes de amnistía por parte de los gobiernos de facto, hemos 

de considerar dos situaciones la primera se refiere al caso cuando se ha  establecido el 

Estado de facto en contra de la voluntad de la población y en la segunda, se encuentra la 

opuesta, esto es, cuando la población valida su existencia.  

 

                                            
30

 Del libro “procesos políticos “ Castells, pág.136 a 150. 
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A.-    La primera situación. – 

 

Cuando el Estado de facto se establece en contra  de la voluntad de la población que se va ha 

gobernar, se rompe el orden constitucional y legal establecido de manera legitima, en 

consecuencia hay ilegalidad. ¿Cómo se puede catalogar las actuaciones  de ese régimen de 

facto, luego de haber retornado al orden constitucional? Las leyes de amnistía expedidas por 

Gobiernos de facto, impuestas en contra de la voluntad popular serian ilegales dentro del 

ordenamiento jurídico creado por un Estado constitucional. Y cuando se restablezca el orden 

constitucional el régimen gobernante no puede estar atado a las decisiones anteriores. Razón 

por la cual, el orden Constitucional, cuando vuelve a ser el régimen gobernante, no se puede 

considerar atado por las decisiones aplicadas durante el anterior, sino que deben satisfacer 

los fines fundamentales para los que ha sido instituido31 

 

B.- La segunda situación.- 

 

Cuando la población valida el Estado de facto. Como fue el caso de GUSTAVO ROJAS PINILLA, 

puesto  que cuando tomo el poder el general ROJAS PINILLA,  la sociedad civil colombiana le 

brindo su apoyo, considerando que podía ser un mecanismo de transición en aras de 

recuperar  la normalidad y que al regresar el orden constitucional, la lucha entre los partidos 

                                            
31

 Como lo expone el comisionado Oscar Luján Fappiano en las “Adiciones a las consideraciones 

preliminares” contenida en el capítulo VII, apartado A:”frente a las manifestaciones vertidas en el 
trámite del presente caso en el sentido de estar imposibilitado de abrogar la auto-amnistía sancionada, 
cabe responder que el orden constitucional recuperado necesariamente debe asegurar al gobierno el 
cumplimiento de sus fines fundamentales desatándolo de las limitaciones inconcebibles que le impuso 
el usurpador”. Informé Nro.34 de 1996 respecto de chile, cit. 
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políticos habría cesado32; por lo cual, las amnistías otorgadas en este periodo se mantuvieron 

como validas al retornar el orden jurídico de la constitución de 1886. Hemos de precisar 

desde un principio que, aunque la población civil y los diferentes grupos que conforman al 

Estado  estén de acuerdo con esta situación y aun mas, la avalen, en este contexto si hay un 

quebrantamiento del ordenamiento legal, pues se accede  al poder mediante canales 

diferentes a los democráticamente establecidos.  

 

¿Es posible  considerar validas las leyes de amnistía proferidas, en razón del apoyo  que 

recibió el régimen de facto? 

 

No es posible considerar que sea válida esta ley de amnistía,  pues  quien la expidió  no 

contaba con la venia de la constitución,  debido a que está en la práctica no existía,  así 

hubiera sido emitida por el congreso, no es posible aceptar dentro de dicho ordenamiento,  

leyes que van en su contra, argumentando un consenso previo,  puesto que se sobreentiende  

que el sistema político anterior fue ilegal. Por cuanto la razón de la existencia de todo el 

ordenamiento jurídico  y de la constitución  es la anuencia de quienes forman ese Estado. En 

palabras de Luís Carlos Sachica: “la sociedad se  constituye así misma,  es convencional,  

                                            
32

 Los colombianos consideraron firmemente con extrañeza, que la fórmula necesaria para que el muy 

maltratado Estado de derecho, de sistema democrático, colombiano recobrara su fortaleza era 
mediante el cambio a  un régimen no democrático.”La República iniciada fue invivible para unos y, 
terminó siéndolo para todos. La incapacidad de establecer un orden en el territorio nacional hacía 
previsible la solución militar, como en efecto ocurrió. Respaldado por el sector conservador 
antigobiernista, encabezado por Mariano Ospina Pérez y Gilberto Álzate Avendaño, y con el jubiloso 
beneplácito del liberalismo, se produjo el golpe de las fuerzas armadas y se inicio la dictadura de 
Rojas Pinilla”. Luís Villar Borda. oposición, insurgencia y amnistía, Bogotá, Edit.Dantel,1982,pp.8 y 9. 
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resultado de un acuerdo. Y, por tanto, el pueblo puede determinar la constitución política de 

la sociedad, su Estado,  su modo de estar en convivencia,  y normalizar esa convivencia.33”  

 

C.- Critica a la amnistía. 

 

Por ser un instrumento que genera impunidad e impide el retorno a la normalidad. No 

obstante en algunos países es posible  las leyes de auto amnistía, por medio de las cuales el 

régimen imperante protege a los responsables de estos crímenes, por lo general son civiles 

que colaboran con el mismo. Igualmente están las “amnistías violatorias de facto”, que están 

en contra de la voluntad de una sociedad; esta el derecho de los condenados a rechazar la 

amnistía, solicitando una revisión de su proceso, al considerar que  “… no han tenido un 

juicio imparcial y con las debidas garantías judiciales”, o sometidos a interrogatorios 

inhumanos, degradantes o bajo tortura. Otro argumento es que la amnistía es considerada 

como un mecanismo que genera impunidad. Es decir, “…niega los valores de verdad  y 

justicia, conduce a que ocurran nuevas violaciones”, como lo sostiene amnistía internacional.  

 

 

 

 

 

 

                                            
33

Luís Carlos Sachica, Derecho Constitucional general, 2 ed., Bogotá, Biblioteca Jurídica 

dike,1994,p.13. 
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5.3  LA AMNISTÍA COMO RECONCILIACIÓN O TRANSGRESIÓN INTERNACIONAL. 

 

¿Utiliza el Estado la amnistía para la reconciliación nacional o  con la amnistía se trasgreden 

los derechos humanos y obligaciones en el orden internacional?. 

 

Las obligaciones internacionales establecen unos parámetros dentro de los cuales es 

considerada aceptable la actuación de los Estados y, de otra parte se argumenta la soberanía 

estatal para resolver asuntos de su fuero interno. Ante la comunidad internacional el respeto 

a la garantía y protección a los derechos humanos se ha convertido en una prioridad, motivo 

por el cual figura la amnistía, aunque es de exclusiva competencia del Estado, es muy 

criticada por organismos internacionales y nacionales  que luchan contra las violaciones de 

los derechos humanos. No obstante la amnistía al buscar la reconciliación nacional, en 

muchas ocasiones retrasa el retorno a la normalidad, debido a que puede generar 

impunidad. La investigación de los crímenes siempre procura colaborar en la creación de las 

condiciones éticas para una reconciliación34. Con la amnistía, se pueden vulnerar  los 

derechos de una población civil, bien sea en el marco de un conflicto armado o en épocas de 

supuesta normalidad constitucional e institucional.  

 

 

 

                                            
34

 “perdonar no significa olvidar el pasado. Primero tenemos que saber a quien henos de perdonar”, en 

una entrevista para el Correo, UNESCO, ”muchas familias ignoran quién asesina sus parientes. 
Además, si no se logra señalar la responsabilidad de todos los implicados, la historia puede repetirse. 
Siempre existe el miedo a la reacción de ciertos sectores, pero el perdón sólo es posible si  hay 
justicia” significando que haya reparación por los daños sufridos. Maite Rico. “un perdón sin olvido”, en 
el Correo, UNESCO, diciembre de 1.999,p.21. 
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5.3.1    Instrumento de reconciliación a la luz del protocolo II. 

 

Únicamente  podrá ser objeto de la amnistía aquellos actos que fueron cometidos en 

desarrollo del combate,  en tanto que hubiera sido en restricto respeto al derecho 

internacional humanitario, excluyéndose por ende, los crímenes de lesa humanidad. El Estado 

Colombiano se reserva el derecho de establecer cuales actos podrán ser considerados como 

delitos políticos y por ende, poder ser amnistiados en aras de una reconciliación nacional, en 

razón a que “es una opción política perfectamente compatible con la carta,  puesto que esta 

establece que el legislador podrá en todo momento conceder,  por mayoría de dos tercios de 

los miembros de una y otra cámara y por graves motivos de convivencia pública, amnistías o 

indultos generales por delitos políticos35”. 

 

5.3.2    La soberanía como potestad estatal para la reconciliación nacional. 

 

La soberanía es un instrumento por el cual los pueblos  van a expresarse  y a establecer  los 

límites de sus propias actuaciones como la de los demás Estados,  buscando el respeto, la 

igualdad y la autodeterminación que considera indispensable para la realización de su 

proyecto como sociedad. Es posible considerar la soberanía como un principio constitucional 

de derecho internacional. La soberanía es el elemento central  en las discusiones sobre la 

facultad  absoluta o restringida del Estado para expedir leyes de amnistía  respecto de actos 

que sean violatorios de los derechos humanos.  

                                            
35

 El derecho internacional no impide conceder amnistías o indultos, lo que prohíbe es negar el acceso 
efectivo a la justicia y que el Estado omita el deber de garantía de los derechos humanos”. Carlos 
Rodríguez Mejía.”Sobre amnistías e indultos”, en (wwww,lainsignio.org/2003/febrero/der_001 
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La soberanía se sustenta en la no injerencia de los asuntos internos de un Estado. La 

soberanía sigue siendo un instrumento de los pueblos para auto determinarse, en especial 

aquellos en vía de desarrollo social, político y económico. Entendida esta como medio por la 

cual se  expresan los intereses y características intrínsecas  de cada sociedad tanto en el 

ámbito interno como en el internacional. Debido a que correlativo a la existencia de derechos 

y beneficios que obtienen  en el ámbito externo, existe una obligación la de proteger los 

derechos de los demás países, y a su vez los de las personas que se encuentren en su 

territorio.36 

 

                                            
36

 En su fallo C-578 de 2.002,La Corte al explicar la constitucionalidad de la existencia de una 
jurisdicción penal  internacional, sostuvo: “La soberanía de un Estado existe para proteger a los 
habitantes que residen en su territorio, no para amparar a quienes han violado los derechos humanos 
o desconocido los mínimos establecidos en el derecho internacional humanitario ni, mucho menos, 
para servir de muralla infranqueable para quienes deseen convertir un determinado territorio en un 
escondite para gozar de impunidad. La razón primigenia de un Estado Constitucional y democrático es 
cumplir el deber fundamental de proteger a todos sus residentes en su vida, honra, bienes, creencias 
y demás derechos y libertades (inc.2.art.2C.P.).Es deber fundamental sintetiza la esencia del contrato 
político mediante el cual los ciudadanos de una república aceptan obedecer a una autoridad 
democráticamente instituida, conformada, ejercida y controlada, a cambio de que ésta les brinde 
protección efectiva contra diversas amenazas de distinto origen, dentro de las cuales se destacan las 
amenazas provenientes de toda forma de violencia, incluidas las que se manifiestan por el ejercicio 
arbitrario del monopolio de la fuerza confiado al Estado y la practicada por grupos armados 
irregulares. Si bien en todas las sociedades hay manifestaciones de violencia que quedan impunes, 
los pueblos han llegado gradualmente a un consenso para definir el grado de violencia cuya 
impunidad no puede ser tolerada porque ello destruiría las bases de la convivencia pacífica de seres 
igualmente dignos. Cuando se rebase dicho umbral, los autores de atrocidades contra los derechos 
humanos de sus congéneres, sin importar la nacionalidad de  unos u otros, su poder o vulnerabilidad, 
ni su jerarquía o investidura, deben ser juzgados y sancionados penalmente como una concreción del 
deber de protección que tiene todo Estado. Cuando ese deber se viola, no por cualquier razón, sino 
por la circunstancia extrema y evidente de que un Estado no está dispuesto a cumplir ese deber o 
carece de la capacidad institucional para cumplirlo, la comunidad internacional decidió que las 
víctimas de esas atrocidades debían ser protegidas por vías institucionales y pacíficas de carácter 
judicial, mediante una Corte Penal Internacional”.Corte Constitucional. Sentencia de constitucionalidad 
C=578 del 30 de julio de 2.002,por medio de la cual se la revisión de la ley 742 del 5 de junio de 
2.002,”por medio de la cual se aprueba el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, hecho en 
Roma el 17 de julio de 1.998”,M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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Así lo expresa la Declaración 262537. En consecuencia surge la Corte Penal Internacional, 

cuando estos grupos rebeldes cometen crímenes de lesa humanidad, o sea aquellos actos 

que forman parte de un ataque  generalizado o sistemático contra una población civil y con 

conocimiento de dicho ataque, cuando cometen crímenes de guerra haciendo infracciones a 

los convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1.949. Y surge cuando   la jurisdicción penal 

nacional no haya sido efectiva para sancionar las conductas establecidas en el estatuto. En 

consecuencia se estima o deniega la amnistía internacional. Lo anterior sin perjuicio que 

pueda actuar la Corte Interamericana de derechos humanos para conocer del derecho la 

verdad, la justicia y la reparación. En consecuencia por la impunidad que puede generar la 

amnistía, puede surgir el conflicto entre derecho nacional e internacional, observemos 

algunos planteamientos del sub problema así: 

 

5.3.3  Conflicto entre Derecho Nacional e Internacional. 

 

Autores como FERRAJOLI, consideran que la soberanía, decae también en su  dimensión 

externa en presencia de un sistema de normas internacionales que pueden ser 

caracterizadas como ius cogens. Pues estas normas establecen límites supra estatales a la 

potestad de un Estado, constituyéndose  un real pacto internacional,  en el cual el derecho 

internacional deja de ser un “… sistema practico,  basado en tratados bilaterales inter pares,  

convirtiéndose en un autentico ordenamiento jurídico supra estatal: ya no un simple pactum 

associationis, sino además un pactum subiectionis”38.  

 

                                            
37

 El texto del principio de igualdad de derechos y de autodeterminación de los pueblos de la 
declaración 2625 dice:”En virtud del principio de igualdad de derechos y de autodeterminación de los 
pueblos salvaguardados en la Carta de la Naciones Unidas ,todos los pueblos tienen el derecho de 
libremente determinar, sin interferencia externa, sus estatus político y perseguir su desarrollo 
económico, político, social y cultural, y cada Estado tiene el deber de respetar este derecho en 
concordancia con las disposiciones de la Carta”. 
38

 Entrevista a ferrajoli. ver Internet. sobre constitución y derecho internacional 
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Debido a que la soberanía se halla limitada por las normas de derecho internacional  que el 

mismo estado acepta acatar, se puede concluir, a su vez que los derechos humanos la 

restringen, pues estos son de criterio universal. Se dice que el  derecho internacional y el 

derecho nacional no son partes de un mismo sistema normativo, porque pueden oponerse 

entre si y, de hecho entrar en conflicto. Mientras la norma inferior (la nacional) no sea 

derogada, conserva su carácter de norma válida. Prueba de ello es la creación de una 

Constitución válida por medio de un golpe de Estado39. No obstante  si un Estado rehúsa 

aceptar el carácter imperativo de una norma, o, bien si dicho Estado es apoyado por un 

número muy pequeño de Estados, ello no puede afectar a la aceptación y al reconocimiento 

del carácter imperativo de esa norma por la comunidad internacional en su conjunto. 

 

 

6.  INCIDENCIA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

 

La Corte es  una institución de  carácter  permanente con jurisdicción para juzgar a las 

personas que  cometan los crímenes más graves de trascendencia internacional,  de 

conformidad con el estatuto, proferido en la Conferencia diplomática de plenipotenciarios de 

las Naciones Unidas que se celebro en Roma en julio de 1.998. La sede es La Haya, de países 

bajos, pero podrá celebrar sesiones en otro lugar cuando lo considere conveniente. Es un 

ente jurídico y como tal ejerce funciones administrativas adecuadas para el cumplimiento de 

sus propósitos. 

 Está compuesta por 18 magistrados que son elegidos por la asamblea de los Estados parte 

para periodos de tres, seis y nueve años, entre personas de alta consideración moral, 

imparcialidad e integridad que reúnan los requisitos en el Art.36, parte tercera del estatuto. 

                                            
39

 Hans kelsen, Teoría General del derecho y del Estado. Pág.441 
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Si la presidencia de la Corte lo considera necesario puede solicitar el aumento del número de 

magistrados a la asamblea de los Estados partes. Los magistrados son elegidos en régimen de 

dedicación exclusiva y otros sin este régimen (artículo 35). Los órganos de la Corte son: la 

presidencia, las secciones de apelaciones, de primera instancia y de cuestiones preliminares, 

la fiscalía y la secretaria  (art.34).El funcionamiento de estos órganos está reglamentado en la 

parte IV artículos 34 a 52 del estatuto. 

 

6.1  Competencia, admisibilidad y, derecho aplicable. 

 

La parte II del estatuto establece la competencia, admisibilidad y el derecho aplicable. La 

Corte es competente para conocer de los crímenes de genocidio, lesa humanidad, crímenes de 

guerra y crimen de agresión. La competencia muestra la convergencia de los dos órdenes 

jurídicos, primero los crímenes de guerra tienen su fuente   en el derecho internacional 

humanitario y el genocidio y segundo cuando los crímenes de lesa humanidad, cuando se 

atenta contra  los derechos humanos. La Corte puede iniciar la competencia por remisión que 

del caso le haga un Estado parte o el Consejo de Seguridad de la Naciones Unidas o el fiscal 

puede iniciar la acción de oficio (artículo 13). La Corte puede suspender por 12 meses el 

proceso a petición del Consejo de Seguridad mediante resolución motivada. Por la misma vía 

puede también reanudarlo. 

 

En cuanto a la admisibilidad señalamos en primer lugar que la Corte es jurisdicción 

complementaria de las jurisdicciones penales nacionales. Así lo establecen el párrafo 10 del 

preámbulo y el artículo 1 del estatuto. Esto quiere decir que su acción se inicia cuando la 

jurisdicción penal nacional no haya sido efectiva para sancionar las conductas establecidas en 
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el estatuto. Son inadmisibles las demandas cuando el asunto se esté investigando en el país 

que tiene la jurisdicción, a menos que se demuestre que el Estado no tiene la disposición o 

recursos para hacerlo; cuando ya haya sido objeto de investigación y no se haya encontrado 

mérito para iniciar juicio contra la persona implicada; cuando la persona acusada haya sido 

enjuiciada por la misma causa y cuando el asunto no revista la gravedad suficiente para abrir 

la investigación; cuando se demuestra la falta de disposición para llevar a cabo la 

investigación, cuando las autoridades orientan sus acciones con el ánimo de exculpar a la 

persona inculpada o cuando haya demoras injustificadas en el juicio, o cuando el proceso no 

haya sido o no este siendo sustanciado con independencia  e imparcialidad (artículo 17). 

 

A.- Genocidio. 

 Son las  conductas perpetradas con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo 

nacional, étnico, racial o religioso. Las conductas genocidas son la matanza o lesión grave a la 

integridad física de los miembros del grupo, el sometimiento intencional que conlleve la 

destrucción física total o parcial del grupo.  

 

B.- Por crimen de lesa humanidad.- 

Se entienden los actos que se comentan como parte de un ataque generalizado o sistemático 

contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque. Esos actos son el asesinato, el 

exterminio y la esclavitud; la deportación o traslado forzosos de población; la encarcelación u 

otra forma de privación de la libertad que violen normas de derecho internacional y la 

tortura; la violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 

forzada y cualquiera otra forma de violencia sexual comparable; la persecución de un grupo 

con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales étnicos culturales, 
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religioso, de género definido con el género masculino y femenino u otros motivos repudiados 

por el derecho internacional; la desaparición forzada de personas, el apartheid y otros actos 

inhumanos similares que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten en forma 

grave la integridad física o la salud mental o física de las personas. Todas estas expresiones 

tienen su definición en el artículo 7 del estatuto. 

 

C.- Crímenes de guerra. 

Los crímenes de guerra son de conocimiento de la Corte cuando se cometan como parte de 

una política o un plan o en gran escala. Se entiende por crimen de guerra las infracciones a los 

Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1.949; El estatuto de la CPI. enumera las 

conductas taxativas que configuran  los crímenes  de guerra que son: Las violaciones graves a 

las leyes  en los conflictos armados internacionales dentro del marco del derecho 

internacional; las violaciones al artículo 3 común a los cuatro convenios en los conflictos 

internos o de índole no internacional, es decir, los actos cometidos contra personas que no 

participan directamente en las hostilidades, los no combatientes, incluido personal de las 

fuerzas armadas. 

 

D.- Combate. 

 Es una acción que comporta un enfrentamiento armado de carácter militar, regular o 

irregular, colectivo, determinado en tiempo y espacio, con el propósito de someter al 

contrario y con el fin último de imponer un nuevo régimen constitucional. Es una 

confrontación que implica lucha de contrarios que exige además, la posibilidad de que se 

pueda repeler. Quien no es combatiente? La persona que ha salido del combate por 
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enfermedad, lesiones físicas, detención, quien ha depuesto las armas, o quien no es actor ni 

parte en el conflicto armado. 

 

E.- Competencia  de la corte penal internacional ante  la amnistía. 

En caso de crímenes contra los derechos humanos, los Estados miembros pueden llevar ante 

la jurisdicción internacional el caso de la figura de la amnistía aplicada, ante la comisión de 

delitos de conflictos internos, en aras de alcanzar la reconciliación nacional. Ya que la 

finalidad de la amnistía es crear condiciones propias para alcanzar la reconciliación nacional o 

un proceso de paz, indispensable para la reconstrucción de una sociedad. No obstante la 

responsabilidad primaria de reprimir los crímenes de derecho internacional recae en las 

cortes internas, sólo cuando El Estado  no ha tenido éxito  y los crímenes quedan impunes o 

se exoneran de ejercer la soberanía, se acude en segunda etapa ante la jurisdicción de la 

Corte Internacional. Nada impide que la Corte internacional conozca de amnistías por delitos 

políticos y bajo graves circunstancias de conveniencia pública.40  

 

 

 

 

 

 
                                            
40

 La Corte Constitucional destaca que las amnistías dictadas con el fin de consolidar la paz han sido 
consideradas como instrumentos compatibles con el respeto al derecho internacional humanitario. Los 
señala  por ejemplo, el artículo 6.5 del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 
1.949”.Corte Constitucional. Sentencia de constitucionalidad C=578 del 30 de julio de 2.002, M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa. 
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Se puede presentar La posibilidad que ante la existencia de una ley de amnistía la Corte se 

vea eximida del conocimiento de un delito amnistiado.   

El fiscal, al iniciar la investigación de una violación a los derechos humanos, puede concluir 

que no existen fundamentos suficientes para iniciar el juicio. Teniendo en cuenta todas las 

circunstancias entre ellas la gravedad del crimen, los intereses de las víctimas y la edad o 

enfermedad del presunto autor y su participación en el presunto crimen” pueden conllevar a 

dictar  una amnistía. De igual manera, al interpretar el artículo 16 es posible que el consejo 

de seguridad pida a la Corte suspender la investigación o el enjuiciamiento por un plazo de 

12 meses, ante la existencia de un proceso interno, si bien no es ante la jurisdicción nacional, 

no niegue el derecho a la justicia de las víctimas, sus familiares y la sociedad en general.  

 

6.2   Amnistía internacional Y Principios internacionales 

 

En el ámbito internacional se entiende por amnistía internacional un organismo internacional 

de origen británico creado en 1.961, que vigila el respeto de los derechos humanos en todos 

los países y es asesor de la ONU, OEA Y UNESCO. La legislación nacional puede o no modificar 

las obligaciones asumidas por el Estado ante el orden internacional; se ha dispuesto que uno 

de los principios fundamentales de la Constitución sea el que las relaciones internacionales 

de nuestro país se guiaran por medio de los principios del derecho internacional, mas 

siempre limitado por la soberanía del Estado, establecido en el artículo 9:  “Las relaciones 

exteriores del Estado se fundamentan en el reconocimiento de los principios del derecho 

internacional aceptados por Colombia”. 
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 Existen mecanismos por medio de los cuales el Estado puede obligarse en el ámbito 

internacional en aplicar principios internacionales que son: 

 

LA FUERZA VINCULANTE DE LOS TRATADOS. Es en virtud de la soberanía que un Estado opta 

por la creación de un tratado, para satisfacer necesidades en el ámbito internacional41. Mas, 

ni la soberanía nacional ni la defensa de los intereses estatales debe ser usada como 

argumentos por los cuales va a incumplir las obligaciones a las cuales se ha vinculado de 

manera voluntaria. En la carta de las naciones unidas, se establecen algunos principios que 

los rigen, cuales son: 

 

PRINCIPIO PACTA SUNT SERVANDA. El Artículo 26 de la carta de las Naciones Unidas 

establece que: “todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de 

buena fe”. De otra parte los tratados deben ser incorporados al ordenamiento colombiano 

mediante una ley y, los tratados  internacionales no se pueden modificar ni derogar por otra 

norma, sino que deben seguir lo dispuesto por el derecho internacional. La actual Constitución 

establece en el artículo 241.10 que es competencia de la Corte Constitucional “decidir 

definitivamente sobre la inexequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que lo 

aprueben. Del mismo modo,  todo el sistema jurídico de leyes (y también los decretos leyes y 

decretos legislativos) están condicionados al control constitucional. 

 

                                            
41

 La existencia de los tratados, entendida como el acuerdo entre dos Estados soberanos ; los tratados 

están encaminados a ser un mecanismo de satisfacción de las necesidades de los pueblos. Los 
tratados también tienen la función de servir de medio para una cooperación pacifica entre los Estados 
a través de las organizaciones internacionales. González Campos et àl.Ob.city.,Pág.174 
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IUS COGENS .- Son normas ubicadas en la parte más alta de la escala jerárquica además de no 

poder ser derogadas mediante acuerdo de los particulares42 Las normas de ius cogens, solo 

gozaron de la aceptación general hasta que fueron consagradas en la convención de Viena 

sobre el derecho de los tratados. Es principio  de derecho internacional que ampara los 

derechos humanos y los coloca en la cima de la jerarquía normativa internacional. 

Concordante con el Art.93  de la C.N,  que expresa que “los actos acusados han de ser 

examinados a la luz de los tratados internacionales sobre derechos humanos  con el fin de 

verificar si se ajustan o no a ellos; solo puede ser modificada por una norma ulterior de 

derecho internacional general que tenga el mismo carácter.” El artículo 53 en mención,  

establece la nulidad de todo tratado que vaya en contra de una norma del ius cogens. Y más 

aun, en razón a la preeminencia de estos intereses colectivos que se protegen por intermedio 

de estas normas, su protección concierne a todos los estados, son obligaciones erga omnes, 

lo cual produce unas consecuencias jurídicas especiales en caso de incumplimiento por parte 

de alguno o algunos de los miembros de la comunidad internacional.  

 

Según la Corte constitucional en su sentencia C-088 de 1.993 definió que “ius cogens  es un 

conjunto normativo cuya obligatoriedad y fuerza vinculante emana del respaldo universal, 

sus normas no admiten acuerdo en contrario; a su vez, equipara el ius cogens al orden 

                                            
42

 Es una característica propia y distintiva del ius cogens el ser una norma que sólo admite ser 

modificada por intermedio de otra norma de su misma naturaleza. Así lo  define Michel Virally en su 
escrito Reflexions sur le “jus cogens”:…las normas del jus cogens son normas  de derecho positivo; 
ellas no constituyen una categoría aparte. En consecuencia son integradas en el ordenamiento 
jurídico por intermedio del sistema de fuentes que ese orden jurídico conlleva. Se trata de una norma  
de derecho internacional general, aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados 
en su conjunto. No se trata de exigir que una norma sea aceptada y reconocida como imperativa por 
los Estados de manera unánime. Basta una mayoría  muy amplia, lo cual significa que si un Estado 
rehúsa aceptar el carácter imperativo de una norma, o, bien si dicho Estado es apoyado por un 
número muy pequeño de Estados, ello no puede afectar a la aceptación y al reconocimiento del 
carácter imperativo de esa norma por la comunidad internacional en su conjunto. 
(trad.de la autora).Michel Virally.Le droit international en devenir .Essais ècrits au fil des ans, París, 
Publications de L institute Universitaire de Hautes Etudes internationales.Genevè,Presses 
universitarires de France,1990,p:156. 
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publico internacional con el fin de explicar su imperatividad dentro del ordenamiento jurídico 

colombiano, pues protege valores y principios fundamentales a efecto de que exista 

concordancia entre el derecho interno e internacional. De igual manera, la corte 

constitucional ha aseverado que las normas ius cogens son verdaderas normas y no simples 

enunciados programáticos de las aspiraciones de la comunidad internacional, razón por la 

cual deben ser respetadas y aplicadas tanto por los operadores jurídicos, administrativos y, 

particulares. Tales normas deben ser respetadas en toda aplicación del derecho; ninguna 

decisión jurídica puede desconocerlas.43  

 

La Corte Constitucional lo reitero en la sentencia C-225 de 1995, argumentado que sus 

obligaciones  son vinculantes en el ordenamiento jurídico colombiano, además de ser 

imperativas en el derecho internacional. Y a su vez, argumenta que el derecho internacional 

humanitario es de igual manera ius cogens. Los principios del derecho internacional 

humanitario plasmados en convenios de Ginebra y en sus dos protocolos por el hecho de 

constituir un catalogo ético mínimo aplicable a situaciones de conflicto nacional o 

internacional, ampliamente aceptado por la comunidad internacional, hace parte del  ius 

cogens  o derecho consuetudinario de los pueblos. 

 

La Corte Constitucional en su sentencia C- 225  de 1995 expreso que las normas del ius cogens 

son supra constitucionales, que buscan proteger los principios fundamentales de la 

comunidad internacional y,  recurrió a  la teoría del bloque  de constitucionalidad para 

garantizar el respeto y la protección debidas a las normas del  ius cogens , de forma de 

armonizar los mandatos de los artículos 4º  y 93  de nuestra constitución explicando que  “… 

el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios que, sin 

                                            
43

 S.C.088 de 1.993 
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aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como 

parámetros  del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido 

normativamente  integrados a la Constitución, por diversas vías y mandato  de la propia 

constitución. Son pues,  verdaderos principios y reglas de valor constitucional.44 

IUS GENTIUM (derecho de gentes). El sentido del derecho de gentes  tiene su fundamento en 

limitar el impacto del estado de sitio  sobre los derechos y garantías; Así mismo la 

constitución política del año 1991  incorpora un nuevo lenguaje y a su vez una nueva 

metodología, Como lo es el del “tercero civil no combatiente”, favoreciendo a las personas  y 

bienes jurídicos tutelados por el derecho humanitario. 

 

 6.3  El indulto.- 

 

Es una medida de carácter legislativa, cuyo fin es eximir total o parcialmente la pena, sin 

borrar los delitos cometidos. No excluye la responsabilidad ni la anti juridicidad del hecho. La 

carta política de 1991, establece las bases jurídicas en cuanto a amnistía e indultos generales 

por delitos políticos. Artículo 150: “Corresponde al congreso hacer las leyes, por medio de 

ellas ejerce las siguientes de “Conceder, por mayoría de dos tercios de los miembros de una y 

otra cámara por graves motivos de conveniencia pública, amnistía e indultos generales por 

delitos políticos. En  caso de que los favorecidos fueren eximidos de las responsabilidades 

civiles respecto de particulares, el Estado quedara obligado a las indemnizaciones a que 

hubiere lugar.” 

 

                                            
44

 S.C.225 de 1.995 
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Articulo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial…… conceder indultos 

por delito políticos con arreglo a la ley, e informar al Congreso sobre el ejercicio de esta 

facultad.  En ningún caso estos indultos podrán comprender la responsabilidad que tengan los 

favorecidos respecto de los particulares. 

 

7.  COMENTARIO EN LA REIVINDICACION CONSTITUCIONAL DEL DELITO POLITICO. 

 

La ley fundamental de 1.991, consideró en su articulado, que esta modalidad delictual del 

delito político,  debería de contener una prerrogativa de doble orden: 

 

De  una parte, esta conducta ilícita seria susceptible de obtener el beneficio del indulto y de 

la amnistía conjuntamente. De otra parte, los participes de tal modalidad delictual, no 

podrán ser inhabilitados para el ejercicio de derechos políticos como ser elegidos en ciertos 

cargos y magistraturas de alto nivel decisorio. Sumado a esto la extradición no será 

procedente para esta clase de delitos.  

 

El delito político, que por conductas de orden altruista y con marcada orientación ideológica 

y política como es transformar instituciones para el beneficio común, el código  penal  

plantea que debe ser diferenciada de aquellas que causan daño social, según nuestro estado 

social de derecho. En consecuencia la amnistía y el indulto reitera la corte son dos beneficios 

potestativos del Congreso de la República, tal como lo dispone el artículo 150 nral.17 de la 

Constitución.  

 



54 
 

Según el art.212 C.N. es una de las dos únicas leyes que requieren el voto favorable de los 

dos tercios de los miembros de una y otra cámara para su aprobación. El indulto y la amnistía 

sólo pueden ser concedidos por el congreso, por una ley especial en su trámite y motivada 

“por graves motivos de conveniencia pública”. Es una medida política que implica interpretar 

la voluntad de la nación. Si se concede será porque ésta así lo quiere, si se niega será porque 

ésta no lo desea45. La Corte señala que estos beneficios son excepcionales y que sólo están 

reservados por la Constitución (art.35, 150, 179, 201,232 y 299) de manera taxativa para los 

rebeldes y sediciosos y, con respecto a los delitos comunes conexos, los cuales podrán ser de 

recibo o rechazo potestativamente por el congreso dando o no el beneficio del indulto o 

amnistía. Para una mejor comprensión de estas prerrogativas, obsérvese  la definición por 

algunos autores46. Significa que al presentarse conductas tan disímiles, como el genocidio, la 

tortura, la conformación de grupos de sicarios paramilitares, el secuestro , los delitos contra 

las personas por el D.I.H., la extorsión, etc., serian hechos punibles susceptibles de ser 

cobijados por los beneficios constitucionales citados, ya que según la sesgada interpretación 

de la Corte constitucional, el Congreso tiene la potestad suprema de decidir que delitos son o 

no susceptibles de ser amnistiados o indultado.  

 

                                            
45

 Sentencia C-179 de 1.994 M.P. Carlos Gaviria Díaz 
46 la amnistía.- Es una medida de carácter legislativo por la cual se extinguen retroactivamente los efectos de 

una condena o sea la acción penal o pena y borra todas sus huellas (los delitos cometidos). Es competencia del 
congreso y se da por delitos políticos. La amnistía internacional. es un organismo  internacional de origen 
británico, creado en 1961,vigila el respeto de los derechos humanos en todos los países y es asesor de la ONU 
,OEA Y UNESCO. consiste en quitarles el carácter de delictuosos a un determinado hecho. Amnistía 
internacional.- En el ámbito internacional se entiende por amnistía internacional un organismo internacional de 
origen británico creado en 1.961, que vigila el respeto de los derechos humanos en todos los países y es asesor 
de la ONU, OEA,  UNESCO. El indulto: Es una medida de carácter legislativo, cuyo fin es eximir total o 
parcialmente la pena, sin borrar los delitos cometidos. no excluye la responsabilidad ni la antijuridicidad del 
hecho. Diccionario jurídico Jaime Sierra García Pág.12-14 y Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales 
de Manuel Osorio Pág.34 
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Posición diferente tendría la Corte cuando enfáticamente propone que la exclusión de la pena 

para los delitos comunes cometidos en combate no es propia del delito político. Dejando el 

delito político a criterio del legislador, quien está obligado a reconstruir conceptual y 

jurídicamente la conexidad penal entre los delitos comunes y los delitos políticos, a fin de  

realizar con claridad su accionar legislativo. 

 

7.1 Relación con los Estados de excepción. 

 

Los delitos políticos conllevan a declarar estados de sitio censurables o no para algunos, 

surgen declaratorias de orden público. Las expresiones más comunes de las legislaciones de 

excepción han sido los “estatutos” Ej. Estatutos de seguridad, estatutos para la defensa de la 

democracia, estatuto antiterrorista, modificación  perentoria de códigos en el ámbito penal. 

Todo lo anterior implica un orden, peor seria la anarquía o estados caóticos regresivos 

medievales para volver a imponer un sistema jurídico47. Si bien es cierto que hay fenómenos 

delictivos por fuera de las garantías y del marco constitucional, existen las prerrogativas del 

debido proceso en todo ordenamiento jurídico. 

  

8. DELITOS POLITICOS EN  LATINOAMERICA Y OTROS PAISES EUROPEOS. 

 

8.1   Argentina.- 

Aplicación de normas del DPI por los Tribunales argentinos. 

                                            
47

 Recuérdese que hasta 1960 el congreso no podía sesionar en estado de sitio, por disposición del 
acto legislativo Nro.3 de 1.910. 
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La imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. 

 

La legislación argentina ha tomado el uso de la costumbre internacional como fundamento 

de adopción de normas en las que no se aplique la prescripción, es decir los tipos penales se 

pueden investigar  aun por encima del principio de legalidad. La Corte Suprema de Justicia le 

otorga valor a leyes “ex post facto” en materia de prescripción, así mismo, crea un 

fundamento jurídico para aplicar la regla de imprescriptibilidad a los crímenes contra la 

humanidad. Hay quienes se oponen a la aplicación de la imprescriptibilidad a delitos  

cometidos en el territorio nacional por cuanto tienen connotación internacional, al afectar el 

derecho de gentes, derechos humanos, crímenes  de guerra y de lesa humanidad, pero que 

en la normativa  argentina ya están prescritos. En Argentina  la prescripción la encontramos 

vinculada a la figura penal en la que se subsumen las conductas dado que el plazo de 

prescripción  varía de acuerdo con la pena prevista para el delito supuestamente cometido. 

En Argentina consideran la costumbre internacional como fundamento para la 

imprescriptibilidad48 

 

Amnistías e indultos. 

Por otro lado la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), da un paso firme e 

importante dentro de la legislación Argentina y demás países que conforman dicha 

convención puesto que sostiene que son inaplicables los postulados de amnistía y 

prescripción. Después de la época de dictadura militar, se pensaba por parte del gobierno 

Argentino que con la creación de una norma de facto se podían obviar  todas las 

                                            
48

 La costumbre internacional es una de las fuentes del derecho internacional Kai ambos: la parte 
general del derecho internacional. Montevideo Fundación Korad Andenauer,2005, traducción de 
Ezequiel Malarino, pp.34 ss. 



57 
 

transgresiones a los derechos humanos cometidos dentro del periodo de dictadura militar, 

por parte de los grupos subversivos y terroristas  y, que servía para evitar que se persiguieran 

las conductas punibles cometidas por los servidores a cargo de las entidades estatales,  los 

cuales vulneraron los derechos y garantías que estipulan hoy en día el DIH. 

 

Se pretendía con la expedición normativa,  generar impunidad estatal frente a la 

responsabilidad de sus funcionarios y agentes sobre los hechos acaecidos en dicho periodo 

de dictadura; Pero dicha norma de auto amnistía,  algunos jueces declararon su 

inconstitucionalidad, y es  así como el día 22 de diciembre del año 1983, el Congreso 

sanciono la Ley 23 049, la cual derogo la Ley de facto 22 924 de 27 del septiembre de 1983 

por inconstitucional. Basándose únicamente en que era  el resultado del  abuso del poder en 

su carácter de norma de facto; crearon su inconstitucionalidad, siendo aprobada   por el 

poder judicial. 

 

 La política de impunidad ejercida por el Gobierno del presidente Alfonsín, se baso en la idea 

de que se deben distinguir tres niveles de responsabilidad: primero; quienes elaboraron y 

dieron las órdenes,  segundo; quienes las cometieron  y tercero quienes se excedieron, Su 

objetivo principal era el de eximir de responsabilidad penal al grupo que había actuado 

conforme a las pautas represivas fijadas por la junta militar, es decir para aquellos que 

cumplían órdenes de sus superiores, luego vinieron una serie de decretos dictados dentro del 

gobierno del presidente Carlos  Meneen en los que favorecía así mismo a los militares de alto 

grado o rango que no fueron cobijados por la Ley de Obediencia debida.  
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Una de las primeras medidas del gobierno pos dictatorial fue la creación de una comisión en 

el ámbito del Poder Ejecutivo para recabar la información sobre la suerte corrida por aquellas 

personas que habían sido víctimas del sistema de represión ilegal. Se creo la Comisión 

Nacional sobre la Desaparición de personas (CONADEP) a efecto de “esclarecer los hechos 

relacionados con la desaparición de personas ocurridas en el país”49 

 

Se profirieron decretos, para generar indultos, de punto final y obediencia debida, tanto para 

personas que estaban siendo investigadas así como a sujetos que ya habían sido condenados, 

lo cual propicio gran controversia en el ámbito  judicial y político en  Argentina, de inmediato 

se realizaron grandes cuestionamientos sobre la materia, pues se debía mirar 

minuciosamente si la  facultad que tenía el presidente de la nación Argentina otorgada por la 

Constitución Nacional, para dar este tipo de indultos se podía utilizar  para las personas 

condenadas y  procesados, polémica que fue resuelta por la (CSJN) Corte Suprema  de 

Justicia   Nacional, al convalidar  su utilización en dichos casos50.  

 

Si bien la Jurisdicción universal de los Tribunales argentinos en caso de crímenes de derecho 

internacional puede derivarse del artículo 118 de la CN, no existe hasta el momento una 

práctica relevante. Respecto a la implementación del Estatuto de la Corte Penal Internacional 

no existe jurisprudencia. 

 

 

                                            
49

 Fue creada por el presidente Alfonsín mediante el decreto 187/83  del 15 de diciembre de 1983. 
50

 La ley 25779 exhibe cierto paralelismo con la ley 23.049 que derogó  por inconstitucional y declaro 
nula la ley de auto amnistía dictada por el Gobierno militar. Se declararon nulas normas dictadas por 
un gobierno de facto. 
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8.2    Chile. 

 

Los crímenes internacionales. 

En el caso Chileno, no obstante de ratificar varios tratados y documentos multilaterales como 

lo son la convención de 1948 sobre el genocidio, los convenios de Ginebra de 1949 y la 

convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, de 

1984,   este país no los ha incorporado a su legislación interna; estos son el genocidio, los 

crímenes contra la humanidad y la mayoría de crímenes de guerra, así mismo como la tortura 

aplicada a las personas detenidas y  ciertos hechos cometidos por militares o civiles dentro de 

un conflicto armado. Aun no se ha ratificado por parte de este país la convención de 1968 

sobre la imprescriptibilidad de los  crímenes de guerra y  contra la humanidad, como 

tampoco el estatuto de Roma.  

 

El particular caso de Chile es que aun no se ha perseguido un crimen internacional puesto que 

han sido investigados y juzgados como delitos comunes, en razón a que no existen la mayoría 

de los tipos penales tipificados internacionalmente.  

 

El art. 5º párrafo segundo de la Constitución Política de 1980. establece que “el ejercicio de la 

soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana”, y que “es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales 

derechos y, los tratados internacionales ratificados por chile y que se encuentren vigentes”; 

pero aún en el entendido que da la norma constitucional de proteger los derechos 

fundamentales establecidos por los tratados negociados a partir de su ratificación, estos 
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convenios no tienen fuerza vinculante para crear infracciones penales, hasta tanto la ley 

interna se abstenga de agregarla.  

 

La investigación y juzgamiento, se ha basado únicamente en lo establecido en su código 

penal el cual fue creado en el año 1874, por lo tanto no se contemplan los delitos de gentes 

(desaparición forzada), y solo se han castigado estos hechos bajo los tipos penales de 

secuestro y de homicidio, dejando atrás el resto de conductas cometidas, pero que al no 

estar tipificadas dentro del ordenamiento penal interno y al no estar ratificados los convenios 

internacionales antes mencionados por Chile se hacía difícil su juzgamiento. En un principio 

los tribunales chilenos, eran fieles a su convicción de solo sancionar delitos comunes, 

sobreponiendo ante todo el principio de legalidad y con él los  plazos de prescripción, 

teniendo como fundamento el código penal chileno y el decreto ley de amnistía de 1978. 

Vemos como hacia el año de 1996  fundamento la Corte Suprema el principio de legalidad e 

imprescriptibilidad, al observar que el delito fuera nacional o internacional debía ser anterior 

a su materialización. 

 

Es común que los investigados en Chile por delitos de lesa humanidad, esgriman la defensa 

en la causa de justificación de que “se actuó en cumplimiento de un deber” la cual estaba 

contemplada en el Art.10 Nº 10º Del Código Penal, y el de la obediencia jerárquica como 

atenuante. Pero la Corte  y los Tribunales han puesto de manifiesto que no le son aplicables a 

este tipo de delitos tales beneficios de absolución, puesto que  “la excepción de la obediencia 

debida que puede alegar un subordinado; depende de que ese mandato haya sido impartido 

como orden del servicio”. 
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Debate actual.- 

El debate jurídico actual se genera  ya no en la amnistía para los crímenes de lesa humanidad 

sino en cuanto al tema de la prescripción, puesto que esta se mira en base de el derecho 

penal interno de Chile el cual establece como tiempo límite para la prescripción el de 15 años 

para los delitos que se produjeron con antelación al año de 1991. Cabe resaltar que se ha 

tornado difícil para los órganos judiciales en chile aplicar una verdadera justicia, pues si bien 

es cierto se están aplicando algunos de los principios establecidos por el derecho 

internacional, estos se han tornado difíciles de aplicar por la no ratificación de los convenios 

internacionales, así mismo del Estatuto de la Corte Penal Internacional y una reforma tajante 

que este acorde con estos y  la legislación interna de dicho país. 

 

8.3    Venezuela. 

Aplicación directa del Estatuto de Roma en el derecho interno venezolano. 

Se relata que  el Tribunal Superior de Justicia –TSJ- de Venezuela en su sala constitucional 

admite la posibilidad de aplicar directamente el Estatuto de Roma, para el castigo de delitos 

allí tipificados en Venezuela. Para  la persecución de los delitos de Lesa Humanidad en dicho 

país, se aplica la parte sustantiva de la Constitución Nacional de La República Bolivariana de 

Venezuela (CN) y el Estatuto de Roma; en la parte adjetiva  se aplica  el Código Orgánico 

Procesal Penal (COPP). Pero lo anterior es inaplicable en razón a la inexistencia de un sistema 

de penas en el Estatuto compatible con el Código Penal y su vinculación al principio de 

legalidad. 

 

Delitos de lesa humanidad. 
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El Tribunal Superior de Justicia, TSJ-  al definir el delito de Lesa Humanidad considera que 

estos delitos “se equiparan a los llamados crimen majasteis infracciones penales máximas, 

constituidas por crímenes contra la patria o el  Estado y que, al referirse a la humanidad, se 

reputan que perjudican al género humano”, lo cual sin duda alguna es más que apurado  

puesto que equipara los delitos de Lesa Humanidad con los crímenes  contra la Patria o el 

Estado. Resulta inadmisible entonces  que la seguridad de la Nación, la Estabilidad de las 

instituciones, y el orden constitucional de modo alguno resulten superiores  a la dignidad 

humana y a los derechos fundamentales de la persona;  por lo tanto en este sentido la 

protección de los Derechos Humanos  en Venezuela se encuentra supeditada a principios que 

favorecen al Estado tales como lo son la  “Soberanía, la autodeterminación nacional, o la 

integridad Nacional”  con lo cual se demuestra que los derechos fundamentales están 

supeditados a los intereses del Estado.  

 

En el año de 1989 el día 27 de febrero y siguientes, en Caracas se produjo una fuerte reacción 

al anuncio por parte del Gobierno Nacional, de una serie de medidas económicas, estas 

reacciones de desorden civil y actos de vandalismo fue denominado como el Caracazo, como 

consecuencia a estos hechos el gobierno suspendió garantías constitucionales  a la libertad 

de circulación, libertad personal, de igual forma solicito la intervención de las fuerzas 

armadas para restablecer el orden público. Luego de esto se iniciaron por parte de las 

víctimas, acciones judiciales para establecer la responsabilidad por parte de las autoridades  

por lo excesos que se cometieron los cuales fueron atentatorios de los derechos humanos 

.De esta forma la CIDH, responsabilizo al  Estado Venezolano por las violaciones a los 
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derechos humanos acaecidos durante dicho periodo, luego de que el mismo Estado se haya 

responsabilizado de dichos hechos51.  

 

La imprescriptibilidad  de los delitos de lesa humanidad. 

 El art. 29 de la C.N., en su segundo párrafo califica que “las acciones para sancionar los 

delitos de lesa humanidad, violaciones graves a los derechos humanos, y crímenes de guerra 

son imprescriptibles”, y que por lo tanto dichos delitos quedan excluidos de los beneficios 

que puedan conllevar a su impunidad incluyéndose así la amnistía y el indulto. Por otro lado 

considera al terrorismo como un delito contra el derecho de gentes. En cuanto a la 

imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, los violatorios a derechos humanos, y 

crímenes de guerra, solo bastaría con tener en cuenta que estos delitos son tan graves que 

deben ser considerados imprescriptibles por sí mismos, así la aparición de la norma positiva 

sea posterior, pues esta solo fue reconocida con la entrada en vigencia de la CN de 1999; por 

otro lado sería necesario establecer que esta imprescriptibilidad tiene carácter procesal y 

que por lo tanto se puede aplicar a todos los procesos en curso.  

 

Privilegios procesales para el procesamiento de altos funcionarios implicados en violaciones a 

los derechos humanos, crímenes de lesa humanidad y crimines de guerra. 

La República de Venezuela a través de su Constitución Nacional otorga ciertos privilegios 

procesales a funcionarios de alto nivel que se vean implicados en violaciones a los derechos 

                                            
51

 Véase la sentencia de la CIDH (Comisión Nacional de los Derechos Humanos) del 11 de noviembre 

de 1.999. Es de resaltar que el Gobierno que admitió la responsabilidad del Estado venezolano 
durante el caracazo fue el del actual presidente Hugo Chávez ,firme opositor al gobierno del 
presidente Carlos Andrés Pérez, jefe de Estado en el momento de los referidos hechos. Incluso 
posteriormente al caracazo, en 1992, el hoy presidente Chávez comandó un golpe de Estado en 
contra del gobierno Pérez. 
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humanos, crímenes de guerra, y crímenes de lesa humanidad; para su enjuiciamiento 

concretamente se debe ejercer por parte del TSJ, el antejuicio de merito, y en este sentido 

decidirá si existe o no merito para el procesamiento; entre los  funcionarios que gozan  estos 

beneficios encontramos al Presidente de la República, el Vicepresidente Ejecutivo, los 

Ministros, los Miembros de la Asamblea Nacional, los Gobernadores de Estado, Generales y 

Almirantes de la Fuerza Armada Nacional, según lo establecido en el art. 266 de la CN en sus 

Numerales 1, 2, y 3. 

 

El antejuicio de merito es una institución procesal constitucional,  cuyo objeto es el de  

determinar si existe o no fundamentos en  “causa probable” que permitan autorizar el 

enjuiciamiento de los funcionarios antes nombrados; en el antejuicio no se dicta sentencia de 

condena alguna, tiene por objeto el análisis previo de las actas procesales, con el fin de 

establecer si los hechos surgen de violaciones graves que conllevan a la comisión de una 

conducta punible y así establecer si hay o no responsabilidad del funcionario. Se puede 

establecer que por lo anterior, se está contradiciendo lo expresado por la C.N. de  1999, pues 

su art. 29 tiene como fin el facilitar la persecución de los delitos de lesa  humanidad, 

violaciones a los derechos humanos y crímenes de guerra; pero con la ejecución del 

antejuicio de merito se pone una traba a la investigación y de igual forma se vulnera el 

derecho a la igualdad al otorgar este beneficio a los funcionarios beneficiados con el art. 266 

de la CN.  

 

Este beneficio debería ser utilizado solo en cuanto a la investigación de los delitos comunes, 

mas no por los delitos de lesa humanidad, crímenes de guerra, violaciones a los derechos 

humanos debido  a la vulneración de la rápida actuación  de la justicia,  con la 

implementación de este beneficio solo se ponen trabas a las investigaciones y a los posibles 



65 
 

fallos que demuestren la responsabilidad de los funcionarios investigados. Respecto a un 

posible juicio a un presidente de la República, se presentan trabas pues según lo establecido 

en el art. 266.2 de la CN, en concordancia con el art. 377 del COPP, para el enjuiciamiento del 

Presidente de la República, sin distinguir entre delitos comunes y los ya mencionados 

anteriormente  se hace necesaria la presentación de la querella por parte del Fiscal General  

de la República ante la Sala Plena del Tribunal Supremo, la cual decidirá si es viable o no el 

enjuiciamiento  observando si en realidad se evidencian meritos para procesar al presidente 

de la República.  

 

El concepto de la Sala es tan importante que esta determina mediante su autorización si es 

conveniente políticamente o no dicho procesamiento, pero la falla de esto  es que esta 

decisión por lo general no tiene supervisión de ninguno de los poderes públicos ni del control 

del poder judicial. Contrariando así lo que buscaba el art. 29 de la CN. Por sentencia 869 la 

Sala de Casación Penal, en su pronunciamiento estableció  “Es una realidad inconclusa  e  

indiscutible que la lucha armada de índole política debe regirse por las leyes de guerra. Así 

que atentar contra  inocentes o los derechos privados o de personas particulares, aunque se 

alegue un móvil político, no está justificado en lo absoluto.  

 

Lo que explica la sala con este pronunciamiento es que todo ataque a inocentes durante un 

conflicto armado  sea una forma de terrorismo. Para la sala  de casación penal, el terrorismo 

es un falso delito político. De otra parte obsérvese que en Venezuela se reprime el delito de 

rebelión, previsto como rebelión civil con una punibilidad de doce a veinticuatro años  de 

prisión. 
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8.4    España. 

Los procesos por crímenes internacionales. 

La jurisprudencia actual y en la cual han basado sus fallos los órganos jurisdiccionales  

Españoles  tiene como fundamento  el principio de Jurisdicción Universal para la persecución 

de los delitos transnacionales, como lo son  el de Genocidio, desaparición forzada, tortura; 

entre otros. El Tribunal Constitucional  (TC), opina que el principio de jurisdicción universal, 

está encaminado a la persecución internacional  y transfronteriza de los crímenes 

internacionales. Su persecución y sanción no sólo es un compromiso sino el  interés 

compartido de todos los Estados.  

 

Retroactividad de la ley penal y alcance del principio de legalidad el derecho penal 

internacional. 

Un punto importante destacado es lo establecido por  la constitución Española y su código 

penal en cuanto a la irretroactividad de las normas sancionadoras y la efectividad del 

principio de legalidad. El art. 25 de la Constitución Española establece:   “Nadie puede ser 

condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse  no 

constituían delito, falta  o infracción administrativa   según la legislación vigente en aquel 

momento”. El art. 9.3 de la Constitución Española reza:   “la Constitución garantiza el 

principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad 

de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la 

seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 

públicos”.  
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El  Art. 2 del CP: 1. No será    castigado ningún delito ni falta con pena que no se halle prevista 

por ley anterior a su perpetración. Carecerán, igualmente, de efecto retroactivo las Leyes que 

establezcan medidas de seguridad. “No obstante, tendrán efecto retroactivo aquellas leyes 

penales que favorezcan al reo, aunque al entrar en vigor hubiera recaído sentencia firme  y el 

sujeto estuviese cumpliendo condena.”  

 

Sin embargo la Audiencia Nacional en Sentencia 16/2005 del 19 de abril, genero la primera 

condena en España por delitos de Lesa Humanidad aplicando el art. 607 bis, por hechos que 

ocurrieron treinta años antes en  violaciones a las normas internacionales; es de relevancia la 

sentencia, en el sentido que   sobreponiéndose  al principio de legalidad establecido en la 

constitución Española y  al principio de irretroactividad establecido por el CP, produjera dicho 

fallo condenatorio. Nótese con lo anterior que la sentencia  de la  Audiencia Nacional (AN.)   

Se aparta del principio de legalidad y de imprescriptibilidad de la ley al producir su fallo, 

aplicando la costumbre internacional, olvidando  con  esta forma que  este órgano no tiene el 

carácter de internacional. Los tribunales Españoles sujetos a un principio de legalidad estricto 

no pueden aplicar delitos previstos en costumbres internacionales ni aplicar 

retroactivamente penas. 

 

 Amnistías e indultos 

Respecto de amnistías e indultos, la Constitución Española no menciona amnistía alguna y 

prohíbe expresamente los indultos generales  (Art. 62 de la CE), solo se respeta la inmunidad 

tratándose de mandatarios activos es decir cuando el querellado sea el actual Jefe de Estado 

Extranjero, lo cual da una inmunidad no solo directa, sino indirecta al mandatario, evitando 

de esta manera la repercusión que para este tendría el enjuiciamiento de los demás 

querellados aparte. La inviolabilidad del artículo 26 de la CE, no se extiende a cualquier 
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autoridad estatal, sino que se limita, al Jefe de Estado o de Gobierno activo.  Claro esta que el 

(TIJ) Tribunal Internacional de Justicia conceptúa que esta inmunidad se extiende también a 

los ministros de asuntos exteriores que se encuentren activos. Por lo tanto podemos 

observar que se niega la inmunidad absoluta a los Jefes de Estado depuestos cuando son 

acusados de crímenes internacionales.  

  

Delitos de lesa humanidad.- 

La sentencia de la Audiencia Nacional 16/2005m de 19 de abril, supone la primera condena 

en España por delitos de lesa humanidad. Conceptúan que los delitos de lesa  humanidad 

consumen a los delitos comunes subyacentes. La pena establecida, se hace  calculado, 

sumando las penas correspondientes a cada uno de los resultados, es decir, apreciando un 

concurso real de crímenes contra la humanidad, idea acertada pero contradictoria con la 

afirmación que se ha cometido un solo delito de lesa humanidad52. 

 

8.5   Italia. 

Imprescriptibilidad de los crímenes de guerra o de lesa humanidad. 

El argumento principal de la Corte se basa en una interpretación a contrario del art.157 C.P, 

norma que establece los diferentes tiempos de prescripción de los delitos según el monto de 

pena conminado en la ley. Dado que si el artículo 157 no hace referencia a los delitos 

sancionados con pena de reclusión a perpetuidad, el Tribunal deriva de ahí que ellos sean 

                                            
52

 La exigencia de que los crímenes contra la humanidad sean cometidos en el marco de una acción 

sistemática o a gran escala no impide considerar que cada ataque individual contra un bien jurídico 
fundamental cometido en dichas circunstancias constituye un crimen contra la humanidad, de la 
misma manera que cada acto considerado violación grave del derecho de la guerra constituye un 
crimen de guerra. Véase A., Gil Gil:”Los crímenes contra la humanidad y el genocidio en el Estatuto de 
la Corte Penal Internacional, en Revista de Derecho Penal,2003-1 Buenos aires, p..236. 
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imprescriptibles. Para  la Corte, no sólo son imprescriptibles los delitos que la conmina 

siempre con pena de reclusión perpetua, sin también a aquellos, cuando la sanción se aplica 

si concurren ciertas circunstancias agravantes, Ej. Cuando se actúa en circunstancias 

agravantes de sevicia y crueldad convirtiendo la pena de reclusión en reclusión perpetúa. La 

Corte considero que la regla de la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y contra la 

humanidad, afirmada en la Convención internacional de 1968, tiene “carácter de jus cogens” 

y que dicha convención podía aplicarse sin lesionar el principio de irretroactividad de la ley 

penal. 

 

9. COMPILACION A TESIS EXPLICATIVA DE LA INVESTIGACION. 

 

9.1  SOLUCIONES SUGERIDAS 

A.-  ABOLICIÓN DEL DELITO POLÍTICO. 

 

Un criterio para la abolición del delito político es que algunos invocan un altruismo con un 
carácter ideológico moral y progresista y exhortan a las masas a derrocar el gobierno 
nacional a través de las armas, lo cual trae consigo violencia, genocidios, homicidios y toda 
una gama de tipicidad, lo cual es censurable desde todo punto de vista formal y práctico, por 
cuanto la vida, honra y bienes de las personas esta en  protegerse, así lo prevé la 
Constitución nacional, los derechos humanos, el derecho internacional humanitario, 
principios generales del derecho y principios teológicos. 

 

 Otro criterio para la abolición del delito político y sus posibles prerrogativas de amnistía e 
indulto es que la insurgencia colombiana, tiene una errada convicción sobre principios 
filosóficos arraigados, cual es el de Maquiavelo que alude “el fin justifica los medios”, esto es 
que aplicando violencia, genocidio, homicidios y gran variedad de tipos penales justifican un  
cambio social. En otras palabras el crimen contra la vida, jamás justifica el fin social. 
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B.- NO PUEDE LEGITIMARSE LA FUERZA CONTRA EL DERECHO. 

 

Se pretende que las partes en conflicto depongan las armas  en forma bilateral y hagan uso 

de mecanismos de participación popular que conlleven a un   cambio democrático, con  

participación de  la sociedad  y las instituciones  estatales para la consecución de una 

codificación consensuada en armonía con el derecho internacional. La esencia del derecho 

humanitario es acercar a las partes, propiciar caminos de  humanización de la guerra,  

minimizar los efectos de la guerra; más allá de las posibilidades o limitaciones del derecho 

penal, es la efectiva sanción de las infracciones al derecho humanitario.  

 

C.- RESTITUIR LA CONEXIDAD EN EL DELITO POLITICO PARA EFECTOS PUNITIVOS. 

 

El criterio prioritario es que el delito político si reviste de conexidad y,  por la conexidad  se 

desnaturaliza en su  esencia el móvil del delito político que se disfraza de motivos nobles o 

altruistas y no siempre es progresista. En consecuencia ante la ausencia de conexidad penal 

por su declaratoria de inexequibilidad C-456/97, se hace necesario que por vía legislativa esta 

se restituya para democratizar y constitucionalizar nuestra legislación ordinaria penal y para 

humanizar el conflicto, invocando las normas de derecho público internacional aprobadas 

ratificadas por el congreso, tales como los protocolos I y II de Ginebra, con sus respectivos 

adicionales. Si bien es cierto que la conexidad constituye una despenalización indiscriminada 

y aviva la confrontación interna, donde quedarían los derechos de las victimas de verdad, 

justicia y reparación? Por cuanto el  delito político, se subsume  en la amplia gama de 

conductas punibles ordinarias hasta hacerlo desaparecer.   
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D.- SE PRETENDE UN SUJETO DEMOCRÁTICO INTEGRAL. 

 

Que ejerza responsablemente sus derechos y maneje los conflictos y sus diferencias a través 

de las formas democráticas de solución de controversias. Lo cual conlleve a la globalización 

pragmática de los derechos humanos y la construcción de una sociedad guiada por los 

ideales de libertad e igualdad. No obstante no podemos pensar en erradicar el conflicto de la 

vida social, en construir sociedades exentas de conflictividad porque estaríamos negándole 

su posibilidad de transformación. 

 

E.-  SE PLANTEA LA NECESIDAD DE MÁS PRESENCIA ESTATAL EN ZONAS DE CONFLICTO. 

 

Respecto a los derechos humanos, la legislación colombiana hace esfuerzos por adoptar las 

pautas internacionales, para la protección de los derechos humanos políticos como civiles, 

pero la persecución de la autoría criminal se torna difícil por las fallas del Estado, por la 

inseguridad de los funcionarios públicos investigadores y juzgadores que aplican los derechos 

humanos. Si bien es cierto que el Estado ha generado gran legislación para penalizar delitos 

de lesa humanidad. Son  continuas las  amenazas y atentados a funcionarios investigadores, 

pues es poca la presencia estatal de la fuerza pública en territorios de conflicto donde opera 

aun los paramilitares, guerrilla y narcotráfico. En consecuencia se plantea la necesidad de 

más presencia estatal en zonas de conflicto. 

 

F.- UNA MAYOR REVALUACIÓN EN LA CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL TIPO PENAL. 
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Respecto a la ubicación en el tipo penal, si bien es cierto nuestro ordenamiento jurídico a 

incorporado  conductas de índole política e internacional  tales como el concierto para 

delinquir, terrorismo, el genocidio, la desaparición forzada, la tortura, los cuales constituyen 

crímenes de carácter internacional, estos suelen confundirse o juzgarse bajo otro tipo penal 

interno, pues han sido investigados sin tener en cuenta el fin esencial del agente al momento 

de realizar la conducta. En consecuencia se plantea la necesidad que los operadores jurídicos 

revalúen las conductas incriminadas antes de ubicarles su tipicidad, por cuanto una mala 

calificación genera dilación procesal, indebido proceso y toda una gama de irregularidades 

contra el ordenamiento jurídico. 

 

G.- LIMITES DE POLÍTICA CRIMINAL. 

 

Se deben crear limites de política criminal, respecto a los desplazados, por ejemplo que no les 

sea aplicada normas como criminales; la norma que castiga la urbanización ilegal, cuando un 

grupo de desplazados parcela una porción de tierra para vivir o la ocupa. En estos casos se 

debe buscar su readecuación, pero sin abrirles procesos como si fueran criminales. No 

obstante el criterio de desplazado debe ser muy exacto y probado para efectos de 

concederlo. Respecto a la tortura, también se da en el  conflicto armado y sobre personas 

protegidas. Al comprobarse los elementos normativos  del conflicto armado y la persona 

protegida  estamos frente a una infracción del Derecho Internacional Humanitario, diferente 

del delito de tortura común, que se ha venido utilizando.  

 

H.- LA AMNISTÍA TIENE QUE ESTAR JUSTIFICADA. 
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Un argumento  problemático para  amnistiar, está en la prevalencia de los derechos 

humanos y derechos fundamentales. La amnistía puede solucionar un conflicto nacional en la 

sociedad, pero sus efectos pueden ser contraproducentes, cuando se impiden que se 

judicialicen actos que atentan contra la estabilidad del Estado, se pone en peligro el orden 

social y jurídico. de ahí que su permisibilidad de amnistiar debe ser justificada en 

determinados actores disidentes del conflicto. La democracia es indispensable al  momento 

de determinar si habrá de ser utilizada la figura de la amnistía como un mecanismo para 

alcanzar la reconciliación nacional. Ha de razonarse la posibilidad de extender los beneficios 

de la amnistía a otros delitos comunes los cuales en ningún momento pueden ser tachados 

de crímenes atroces o de lesa humanidad. 

 

 Es vital que haya una verdadera participación de todos los grupos  que forman un Estado,  

tanto las partes en conflicto como la sociedad civil,  en el proceso de reconciliación y, aun 

más,  cuando se quiere otorgar amnistías a los contendientes en un conflicto. En caso de que 

las violaciones se consideren crímenes internacionales. Se pueden restringir amnistía,; en 

aras de la protección de los derechos humanos, el derecho de asilo, la denegación de la 

extradición. 

 

I.- GENERAR OTRAS FUENTES PARA INDEMNIZAR A LAS VICTIMAS. 

 

 Respecto de la indemnización, a las víctimas por hechos que ocasionaron daño y fueron 

amnistiados, es una loable medida, pero no satisface las expectativas de las víctimas y sus 

familiares. La indemnización puede ser compensada en especie a través de concesiones de 
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tierras para su explotación, otorgadas por instituciones gubernamentales. También crear 

fondos nacionales y buscar diversas fuentes de financiación.  

 

J.- ADOPTAR MEDIDAS PREVENTIVAS Y DISUASORIAS. 

 

Se deben adoptar respecto  de las trasgresiones a derechos humanos y derecho internacional 

humanitario, debiendo siempre gozar de la publicidad más amplia posible todos los 

procedimientos que sean utilizados.  
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CONCLUSIONES Y APORTES. 

 

A.- OTROS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE PARTICIPACIÓN POPULAR 

 

Una rebelión o sedición no necesariamente tiene que implicar noción de combate en una 

sociedad civilizada, existen otros medios para derrocar el gobierno nacional y no las armas 

para ello existe, la desobediencia civil y mecanismos de participación democrática como son: 

las elecciones como participación pluralista, los referendos, el plebiscito, la consulta popular. 

El delito político tiene que estar ubicado en concordancia con normas del D.I.H. en caso 

contrario sería en forma subsidiaria de conocimiento de la Corte Penal Internacional. 

 

Algunos consideran que se ignora los motivos nobles o altruistas en el delito político y,  es 

aquí donde surge el criterio de los presentes expositores, no se justifica crímenes de lesa 

humanidad por estos motivos, máxime que interviene con armas y en sus objetivos se 

incurre en toda clase de tipos penales, la sublevación, el levantamiento, la insurrección 

generan inestabilidad y desorden socio-político, al tratar de derrocar el gobierno nacional o 

al tratar de suprimir o modificar el régimen legal y constitucional vigente. Para los 

insurgentes rebeldes o sediciosos existen mecanismos de intervención en política por los 

cuales pueden cambiar un sistema, sea mediante un referéndum u otros mecanismos de 

participación popular. Estos cometen un delito común y no recibir los privilegios de amnistía 

e indulto. El alzarse en armas no es  recurso de los pueblos oprimidos, para esto existen 

criterios de democracia que se pueden plasmar en las elecciones de los representantes.  
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B.- INVESTIGACIÓN Y JUICIO INTEGRAL. 

 

Respecto a la desaparición forzada ocasionada por el conflicto armado, en un país donde 

existen tantos desplazados, no existen numerosos fallos en cuanto a este tema; la 

desaparición forzada  ha sido confundida con el secuestro. El aparato judicial colombiano ha 

dejado de lado la investigación y juzgamiento del desaparecimiento forzado por juzgar los 

hechos que dieron su consumación tales como lo son: homicidios, amenazas, lesiones 

personales. En consecuencia se propugna por una investigación y un juicio integral. 

 

 C. -EN AMNISTÍAS. 

 

Quienes invocan el delito político, pretenden gozar de privilegios de amnistía e indulto y en 

consecuencia los delitos conexos que le sean exonerados. Y esto no es así, por cuanto por vía 

jurisprudencial la subsunción no se da y por la comisión de tipos penales deberán responder 

en forma individual. Si en Colombia por alguna eventualidad se concediera amnistía e indulto 

a la insurgencia en aras de la reconciliación nacional, esto no significaría que los privilegios 

concedidos  los exonere de que cumplan la ley de justicia y  paz, hasta que se llegue al 

derecho de la verdad, justicia y reparación de las víctimas y sin la exoneración de que 

respondan por delitos conexos que hayan cometido contra la existencia y seguridad del 

Estado, principalmente en la rebelión y sedición. 

 

 Algunos consideran que se ignora los motivos nobles o altruistas  en el delito político, y es 

aquí donde surge el criterio de los presentes expositores, no se justifica crímenes de lesa 
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humanidad por estos motivos, máxime que se despliega en la sublevación la potencialidad 

armada y, en sus objetivos se incurre en toda clase de tipos penales.   

 

D.-  DESPLAZAMIENTO FORZADO.  

 

Respecto de esta conducta, que constituye un gran crimen internacional, el déficit nacional 

de persecución es nulo. La Corte Constitucional ha emitido innumerables sentencias de tutela 

para proteger sus derechos fundamentales y, no obstante, hay minoría de fallos a los casos  

penales de desplazamiento, para efecto de sancionar a los responsables. Una de las 

explicaciones posibles, según se ha podido establecer a partir de entrevistas con fiscales y 

jueces, es el hecho de que, siendo el desplazamiento un tipo penal pluriofensivo, muchas de 

sus acciones constitutivas se investigan como lesiones personales, como acciones contra la 

libertad o incluso contra la vida, pero en sí mismo el desplazamiento se pierde en el proceso 

de tipificación. 

 

 Sobre un grupo de personas se cometen desapariciones, se las amenaza, se las atemoriza, se 

las lesiona o se las secuestra y, como resultado final, se produce un desplazamiento. Pero este 

resultado no llega al sistema penal; a lo sumo, se investigan las conductas que anteceden el 

desplazamiento como tal. Los desplazados se suman por miles, ellos son invisibles 

socialmente y para el sistema penal. Lo son, además, porque muchos de ellos ni siquiera 

ingresan a los programas del gobierno en su beneficio, ya que desean no ser detectados o 

ubicados por quienes los han desplazado. Son, ante todo, víctimas permanentes. Es 

denominado delito complejo. De otra parte, la diferencia entre secuestro y desaparición 

forzada la da es la señal de vida. 
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E.-  LA HERMENÉUTICA DE LA FISCALÍA. 

 

La Fiscalía, sin perder de vista el contexto del conflicto armado interno y del derecho 

internacional humanitario, puede incorporar en un concurso conductas relacionadas con el 

DIH, con delitos de lesa humanidad y con delitos comunes. Pero en el ejercicio argumentativo 

se pone en orden a la interpretación sobre el carácter de las conductas.  

 

F.-  PROBLEMAS DE COMPETENCIA RELACIONADOS CON LA SEGURIDAD DE LOS JUECES.   

 

Han existidos casos en los cuales los mismos jueces solicitan ser relevados del conocimiento 

de ciertos casos, ya que en su territorio, en su distrito,  no cuentan con las garantías 

necesarias para llevar a cabo su gestión: son territorios en guerra. Los jueces penales deciden 

situaciones conflictivas en condiciones mínimas de paz consolidada. Algunas veces son 

decisiones condicionadas por la política.  

 

En el caso colombiano hay permanente confusión entre la guerra y la política. Es lógico 

suponer que un juez de la República, decidiendo sobre crímenes de guerra o delitos de lesa 

humanidad, en un territorio ocupado desde décadas por autores armados ilegales  es muy 

difícil  que pueda llevar a cabo su gestión  con coherencia e independencia. La formación  

judicial es desigual en países fragmentados y centralizados, de tal forma que los jueces de 

provincias alejadas y conflictivas, no cuentan con las mismas opciones de acceder a 

instrumentos de formación o a niveles de capacitación.  
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G.-   LEY DE JUSTICIA Y PAZ: LEY 975 DE 2005 

 

Las Unidades de Justicia y Paz, en la mayoría de los casos, están trabajando con base en el 

Código Penal de 1980, ya que las conductas confesadas, referidas o investigadas por la 

Fiscalía, han ocurrido durante la vigencia de dicho Código, es decir, antes de julio de 2001. 

Por consiguiente no se puede aplicar el  Código Penal actual. Los delitos de lesa humanidad 

son abordados con normas anteriores. Un ejemplo típico son las fosas comunes de civiles 

muertos sobre las cuales se cometió desaparición forzada entre los años 2002 y 2005. 

 

Las conclusiones precedentes sirven de aporte a efecto de  buscar consenso social al libre 

debate sobre la desnaturalización del delito político;  reformas institucionales;  la amnistía 

acorde a la verdad, justicia y reparación; revaluar criterios de  abolición del delito político. 

Todo lo anterior a fin de deponer las armas  en forma bilateral y buscar mecanismos de 

participación popular que conlleven a un cambio democrático; con  participación de  la 

sociedad  y las instituciones  estatales para la consecución de una codificación consensuada 

en armonía con el derecho internacional. 
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